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RESUMEN: 

En este artículo se analiza, desde un punto de 
vista jurídico, el fenómeno, cada vez más frecuente 
en los Ayuntamientos españoles, de la externaliza- 
ción de determinadas funciones de gestión tributa- 
ria en empresas privadas. El estudio se centra, en 
particular, en la función de inspección de los tribu- 
tos locales, analizando las posibilidades y limites de 
la intervención de empresas privadas en el desarro- 
llo de esta función pública. 


PALABRAS CLAVE: 
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I. INTRODUCCIÓN 
En los últimos años se observa cada vez con 


mayor frecuencia que numerosos Ayuntamientos, 
tras el correspondiente concurso, firman con 


1. Introducción. 2. La eficacia administra- 
tiva como objetivo de la externalización de 
la inspección de los tributos locales. 

3. Las posibilidades y limites jurídicos a la 
gestión del servicio de inspección tributa- 
ria. 4. El análisis de las tareas encomen- 
dadas a las empresas privadas en materia 
de inspección tributaria y de su adecua- 
ción o no al Ordenamiento. 5. La contra- 
tación de la inspección con empresas pri- 
vadas y la protección de los datos de 
carácter personal del contribuyente 


empresas privadas contratos de asistencia y colabo- 
ración en la inspección de los tributos locales. En 
la mayoria de los casos, la asistencia y colaboración 
en materia de inspección tributaria se produce en el 
marco de un contrato más amplio que incluye tam- 
bién la asistencia en la gestión tributaria y en la 
recaudación tanto en período voluntario como en 
período ejecutivo, si bien, en el titulo de los respec- 
tivos pliegos de cláusulas administrativas particula- 
res y de prescripciones técnicas se evita la mención 
especifica de la función de inspección tributaria 
como objeto del contrato ™. Ya va siendo frecuente, 
no obstante, incluir también a la inspección tribu- 
taria entre las funciones que se mencionan expre- 
samente en la rúbrica de los correspondientes plie- 
gos, sobre todo, en aquellos contratos de amplio 
alcance, que comprenden esencialmente todas las 
funciones de aplicación de los tributos locales, 
incluida la gestión catastral del IBI y la gestión 
censal del IAE que pueda corresponder a los 
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(1) Así, por ejemplo, el Ayuntamiento de Ciudad Real ha aprobado un "Pliego de cláusulas administrativas particulares que ha de regir el con- 
curso para la contratación de los servicios de asistencia técnica y colaboración con el Ayuntamiento de Ciudad Real en la gestión tributaria 
y recaudatoria de los tributos y otros ingresos municipales”, fechado el 28 de septiembre de 2006. Igualmente, el Ayuntamiento de Oliva 
(Valencia) ha aprobado un "Pliego de cláusulas administrativas particulares que ha de regir el concurso para la contratación de los servicios 
de asistencia en la gestión tributaria y recaudatoria del Ayuntamiento de Oliva”, fechado el 3 de noviembre de 2006. Del análisis de estos 
Pliegos citados se observa claramente que el objeto del respectivo contrato se extiende también a la inspección de los tributos locales, pese 
a que no se haga referencia expresa a esta función en el título o rúbrica de los mismos. 
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Ayuntamientos en régimen de delegación o de cola- 
boración ”. Otras veces, el objeto del contrato de 
asistencia se circunscribe expresamente a la inspec- 
ción de los tributos municipales ®. En otras ocasio- 
nes, en fin, el contrato va referido a la inspección 
de un concreto impuesto local ©. 

Paralelamente, cada vez son más las empresas 
privadas especializadas en la asistencia a las 
Administraciones locales en la aplicación de los tri- 
butos, entre cuyos servicios comienza a cobrar una 
cierta importancia la oferta de asistencia, colabora- 
ción y apoyo en materia de inspección tributaria ®. 

Incluso, estas empresas privadas, entre los pues- 
tos de trabajo que ofertan en el mercado para incor- 
porar personal a su estructura organizativa aluden 
al puesto de inspector de tributos, cual si la función 
de inspección tributaria hubiese sido objeto de pri- 
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vatización, pues no se trata con ello de captar para 
el sector privado a un funcionario que esté desem- 
peñando el puesto de inspector de tributos en la 
Administración, sino de incorporar personal, fun- 
cionario o no, con una determinada cualificación 
técnica para que desempeñe en la empresa el puesto 
de inspector de tributos ®. 

Asistimos, aparentemente, a una cierta externa- 
lización del servicio de inspección tributaria ya que, 
cuando menos, parece que el Ayuntamiento contará 
para la prestación del mismo, junto al personal pro- 
pio asignado a tales tareas, con la asistencia o cola- 
boración de la empresa privada que haya resultado 
adjudicataria del correspondiente contrato ”. 

El fenómeno, a primera vista, llama poderosa- 
mente la atención por cuanto la inspección de los 
tributos, -incluidos, lógicamente, los tributos loca- 


6) 


(7) 


Resulta ilustrativa, al efecto, la rúbrica de los correspondientes Pliegos de cláusulas administrativas particulares y de prescripciones técnicas 
aprobadas por el Ayuntamiento de La Pobla de Farnals, mediante Resolución de la Alcaldía-Presidencia núm. 160/2006, fechados los días 
12 y 11 de abril de 2006, respectivamente, que en este último caso reza "Pliego de condiciones técnicas que ha de regir el concurso para la 
contratación de los servicios de colaboración en la gestión tributaria, censal, inspectora y recaudatoria del Ayuntamiento de la Puebla de 
Farnals”. 

Tal es el caso, por poner sólo algún ejemplo, del Ayuntamiento de Durango, que ha aprobado el "Pliego de cláusulas administrativas que 
regirá el contrato de servicios que tiene por objeto la realización de tareas de asistencia y colaboración en la inspección de tributos del 
Ayuntamiento de Durango, por procedimiento abierto y forma de adjudicación de concurso”, fechado el 8 de agosto de 2006, al que se ha 
unido, asimismo, el correspondiente Pliego de cláusulas técnicas particulares; o del Ayuntamiento de Tres Cantos que ha aprobado un ”Pliego 
de Condiciones Técnicas que ha de regir el concurso para la contratación de los servicios de colaboración en la gestión inspectora del 
Ayuntamiento de Tres Cantos”, datado en 2005. 

Como sucede, por ejemplo, en el Ayuntamiento de Vigo, donde se han aprobado los correspondientes Pliegos de cláusulas administrativas 
particulares y de prescripciones técnicas del contrato de asistencia técnica de colaboración para la efectividad del ICIO”, (Expte 
335/500/2006), fechados el 25 de enero de 2006, cuyo objeto se centra esencialmente en la inspección de este impuesto. 

Asi, por ejemplo, la empresa Coordinadora de Gestión de Ingresos (CGI), oferta en su página web (www.cgi.es), entre otros servicios relacio- 
nados con la gestión tributaria municipal, de forma destacada, el de apoyo a la Inspección tributaria, señalándose en cuanto al funciona- 
miento de tal colaboración que, "los primeros pasos son la formulación y aprobación de un Plan de Inspección, y la constitución de un equipo 
mixto entre el personal municipal (responsable de los actos de autoridad) y el personal de CGI (que realiza las funciones auxiliares). A partir 
de aquí se va ejecutando el proyecto, bajo la dirección del responsable municipal y del jefe de proyecto de CGI, un proyecto en el que CGI 
corre con todos los gastos materiales asociados al proyecto.” La empresa InfAplic, S. A. Gestión Tributaria para la Administración Local, a 
través de su página web (www.infaplic.es), entre otros servicios, oferta un servicio de asesoría tributaria a la propia Administración local, del 
que destacamos, a los efectos que ahora nos interesan, lo siguiente: "otras de las actuaciones inspectoras pueden ser la detección de obras e 
instalaciones sin licencia. Detección de transmisiones sin declaración de plusvalía. Mejoras por nuevas incorporaciones en los censos de 
Vados, recogida de basuras, etc. Todas estas actuaciones se realizan en amplia colaboración con los servicios municipales correspondientes y 
al nivel de detalle que se considere oportuno. InfAplic cuenta con los medios adecuados para cumplimentar todos los ciclos del proceso, desde 
personal de calle que anote la realidad, hasta la emisión de los censos y liquidaciones pertinentes, además de la introducción de los datos en 
cualquier sistema informático que posea el Ayuntamiento.” 

Asi, por ejemplo, en la página web Infojobs.net (www.infojobs.net), se da publicidad a una oferta de trabajo realizada el 12 de noviembre 
de 2006 por la empresa CGI- Coordinadora de Gestión de Ingresos de un puesto de inspector tributario. Se señala en dicha oferta que el can- 
didato seleccionado ”se integrará con dedicación exclusiva en un equipo de trabajo muy dinámico y profesional, desarrollando las funciones 
como Inspector Tributario en servicios de colaboración en el ámbito de la Comunidad de Palma de Mallorca. En estos momentos en el 
Ayuntamiento de Palma. Se responsabilizará de la gestión de proyectos de apoyo a la inspección municipal, atención al contribuyente, así 
como tramitador de expedientes, entre otras.” Entre los requisitos mínimos exigidos a los candidatos se encuentra que sean "Licenciados en 
Derecho, Económicas o Empresariales o Diplomados”. Entre los requisitos deseables, "se valorará trayectoria laboral en temas de asesoría 
fiscal y/o de ámbito municipal.” 

Señala ALLI ARANGUREN, J. C., "Las nuevas formas de la actividad administrativa. Participación, ejercicio privado de funciones públicas y 
gestión privada de servicios públicos”, REALA, núm. 302, 2006, p. 129, que "cuando se habla de externalizar la actividad de la Administración 
se incluyen, en sentido amplio, todos los supuestos en que los particulares ejercen funciones públicas o gestionan servicios públicos. Sin 
embargo, en un sentido estricto, la aplicamos a los supuestos en que la Administración, titular de la competencia y gestora de la misma, 
decide confiar a otra organización pública o privada, con o sin ánimo de lucro, la prestación de servicios, que no son funciones fundamentales 
y que pueden realizarse a menores costes y con la misma calidad.” 
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les-, constituye una genuina función administrativa 
por su ordenación a la protección del interés de la 
Administración a la correcta y eficaz exacción de 
los tributos y, fundamentalmente, por la fuerte inje- 
rencia en la esfera jurídica de los contribuyentes 
que el ejercicio de la misma supone. 

Por ello surgen inmediatamente las cuestiones 
relativas a si se ajusta al Ordenamiento jurídico esta 
participación privada en la inspección de los tribu- 
tos y a qué tipo de tareas puede circunscribirse la 
misma para no desbordar los límites jurídicos que 
configuran el ejercicio de las típicas funciones atri- 
buidas a la Inspección de los tributos. 

En el presente trabajo pretendemos abordar ese 
análisis jurídico. Partiremos, para ello, del examen 
de la realidad normativa configuradora de la refe- 
rida relación contractual, esto es, del estudio de 
los preceptos contenidos en los Pliegos de cláusu- 
las administrativas particulares y de prescripcio- 
nes técnicas aprobados por algunos 
Ayuntamientos que han contratado la colabora- 
ción o asistencia en la inspección de los tributos 
locales. Este análisis nos mostrará la realidad que 
se esconde tras la denominación del respectivo 
contrato como de asistencia técnica, colaboración 
o apoyo en la inspección de los tributos, pues, -lo 
adelantamos ya- existen indicios suficientes para 
pensar que bajo esta denominación lo que en rea- 
lidad se está contratando es la prestación del ser- 
vicio en su integridad, a salvo la suscripción for- 
mal de los actos administrativos y demás actua- 
ciones que evidencien ejercicio de autoridad, que 
son reservados al personal funcionario del respec- 
tivo Ayuntamiento. 


2. LA EFICACIA ADMINISTRATIVA COMO OBJETIVO DE 
LA EXTERNALIZACIÓN DE LA INSPECCIÓN DE LOS 
TRIBUTOS LOCALES 


2.1. La eficacia de la actuación administrativa 
y el mejor servicio a los contribuyentes como jus- 
tificación de la externalización de la inspección 

La primera de las cuestiones que se plantean es 
la del motivo por el cual los Ayuntamientos recu- 
rren a esta contratación con empresas privadas en 
el ámbito de una típica función pública como es la 
inspección tributaria. La respuesta que, en ocasio- 
nes, ofrecen explicitamente los propios Pliegos de 
prescripciones técnicas y de cláusulas administrati- 
vas particulares apuntan a la eficacia de la actua- 
ción administrativa y a ofrecer una atención y un 
servicio de mayor calidad al ciudadano contribu- 
yente”. 

Sin embargo, cuando se analiza en qué consiste 
la asistencia o colaboración de la empresa privada, 
la forma o modo de llevarla a cabo y la retribución 
que ésta va a percibir por tal servicio, se cae en la 
cuenta de que la eficacia de la actuación adminis- 
trativa se identifica más bien con un exacerbado 
interés recaudatorio, sin especial consideración a 
los derechos y garantías del contribuyente que, pre- 
cisamente, encuentran una de sus más elementales 
defensas en el servicio con objetividad a los intere- 
ses generales al que el artículo 103.1 de la propia 
Constitución somete la actuación de la 
Administración pública *. 


2.2. El perfil constitucional del principio de 
eficacia en la actuación administrativa 

Ello nos obliga a efectuar una digresión sobre 
el significado constitucional del principio de efi- 
cacia en la actuación de la Administración públi- 
ca, pues pudiera suceder que en este caso se con- 
fundiera la eficacia con la obtención del mayor 
resultado en términos recaudatorios, prescindien- 
do de las importantes consecuencias que el princi- 
pio de eficacia tiene también sobre el procedi- 


(8) Asi, por ejemplo, el Ayuntamiento de Ciudad Real señala en el "Pliego de cláusulas administrativas particulares...”, cit., en la cláusula pri- 
mera, 1.1 in fine, que "la necesidad del presente contrato viene determinada por la intención de la Corporación Local de contar con los mejo- 
res medios materiales y con personal formado especificamente para la realización de las tareas que se citan a continuación, con lo cual el 
Ayuntamiento de Ciudad Real pretende conseguir mayor grado de eficacia en las materias de gestión tributaria y recaudatoria, y a su vez 
para los contribuyentes supone recibir una mejor atención y una mayor comodidad a la hora de cumplir con sus obligaciones fiscales.” 

(9) Resulta significativo que, por ejemplo, el Ayuntamiento de Vigo, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 5, establezca como precio 
máximo del contrato 1 millón de euros y que entre los requisitos objetivos mínimos de solvencia técnica para presentarse al concurso exija 
que el contratista hubiese realizado asistencias técnicas para la gestión-inspección del ICIO y que la deuda ingresada por este Impuesto en el 
conjunto de las Administraciones contratantes supere el millón de euros. Como se señala en la cláusula 7.2, in fine, "este criterio se destina 
a determinar un nivel de eficacia mínima en términos de resultados y deberá acreditarse mediante certificación oficial de los correspondientes 
órganos de recaudación, en el que conste expresamente el objeto del contrato y la fecha del mismo, con la expresión de los importes efecti- 
vamente ingresados por ICIO, en relación con los contratos que se mencionen.” 
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miento o los medios utilizados para la obtención 
del resultado querido. 

No puede desconocerse que el principio de efi- 
cacia en la actuación de la Administración pública 
se configura como un verdadero principio jurídico 
y que, como tal, despliega una eficacia jurídica que 
deriva directamente del valor normativo de la 
Constitución, como ha reconocido la jurisprudencia 
constitucional” . En el Estado social y democrático 
de Derecho definido por la Constitución, la eficacia 
en la actuación de la Administración pública se 
halla ordenada al servicio objetivo de los intereses 
generales, de forma que el valor de la eficacia 
administrativa consiste en la realización efectiva 
del interés general, por lo que eficacia e interés 
general coinciden sustancialmente"”. 

Como tal principio jurídico, el de eficacia en la 
actuación administrativa se encuentra en relación 
con otros principios y valores del Ordenamiento. El 
propio artículo 103.1 de la Constitución indica que 
la Administración actúa de acuerdo con una serie 
de principios, entre los que menciona al de eficacia, 
con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. Ello 
implica que el principio de eficacia, que se halla al 
servicio de la consecución objetiva del interés gene- 
ral, ha de insertarse en el orden constitucional 
como unidad y ha de interpretarse en el contexto de 
su necesaria ponderación con los restantes valores, 
bienes y principios proclamados o reconocidos por 
dicho orden “”. Se desvanece con ello la supuesta 
contradicción entre el principio de eficacia, que 
entraña una actividad típicamente finalista, y los 
planteamientos propios del Estado de Derecho, que 
exigen un principio de proporcionalidad de los 
medios de la acción estatal y el establecimiento de 
unos límites de ésta que resultan de la posición cen- 
tral de la dignidad y libertad de la persona. Como 
señala PAREJO, ”el problema de la eficacia admi- 
nistrativa no consiste en optar entre los elementos 
de la disyuntiva Derecho o eficacia, sino en deter- 
minar las condiciones en que la actuación de la 
Administración, siendo conforme a Derecho, sea 
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también efectiva, idónea para la satisfacción real de 
los intereses generales” ?, 

Ello implica, por un lado, que la actuación efi- 
caz de la Administración ha de desarrollarse con- 
forme al procedimiento legalmente establecido. Lo 
cual garantiza el respeto al resto de principios, 
derechos y garantías que inspiran la actuación de la 
Administración pública, dado que muchos de ellos 
encuentran su reflejo específico en el procedimiento 
legalmente establecido para el desenvolvimiento de 
dicha actuación administrativa “*. Por otro lado, 
que no cualquier forma de organización que adopte 
la Administración para desarrollar su actuación ha 
de reputarse válida en tanto en cuanto proporcione 
un resultado eficaz o eficiente respecto a los fines u 
objetivos propuestos, medido en términos absolu- 
tos, sino tan sólo aquellas formas de organización 
que en función del tipo de actuación o servicio 
administrativo prestado a los ciudadanos permitan 
un desarrollo de la actuación administrativa que 
garantice la consecución objetiva del interés gene- 
ral con el respeto debido a los derechos, libertades 
y garantías de los administrados, asi como al pro- 
cedimiento legalmente establecido. 

La configuración constitucional del principio de 
eficacia en la actuación de la Administración públi- 
ca, especialmente por lo que respecta a los límites 
que condicionan su aplicación efectiva, resulta de 
especial interés en el ámbito de la inspección tribu- 
taria, dada la extraordinaria sensibilidad que pre- 
senta el ejercicio de las funciones y facultades que 
integran la misma a la producción de injerencias en 
la esfera jurídica de los contribuyentes. Por ello, el 
ejercicio eficaz de la potestad de inspección tribu- 
taria ha de incardinarse necesariamente en el marco 
de otros principios y valores que configuran el 
deber de contribuir. Destacadamente, los principios 
materiales de justicia tributaria, entre los que 
cobran especial relieve, a estos efectos, el principio 
de generalidad y de igualdad, cuya efectividad se 
despliega también en la fase de aplicación de los 
tributos “” . Junto a éstos, hay que tener en cuenta, 


(10) Cfr. PAREJO ALFONSO, L., "La eficacia como principio jurídico de la actuación de la Administración pública”, Documentación Administrativa, 


núms. 218-219, 1989, pp. 20 y ss. 
(11) Cfr. PAREJO ALFONSO, L., "La eficacia...”, cit., p. 37. 
(12) Cfr. PAREJO ALFONSO, L., "La eficacia...”, cit., p. 33. 
(13) PAREJO ALFONSO, L., "La eficacia...”, cit., p. 33. 
(14) Cfr. PAREJO ALFONSO, L., "La eficacia...”, cit., pp. 48 y SS. 
( 


15) En este sentido, LOZANO SERRANO, C., "La actividad inspectora y los principios constitucionales”, Impuestos, 1/1990, p. 227, hace especial 
hincapié en que la actividad inspectora ha de observar el principio de igualdad en la aplicación de la ley. 
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además, que la inspección tributaria ha de desen- 
volverse a través del procedimiento legalmente 
establecido, con la incorporación de garantías para 
los contribuyentes que tienen su reflejo en el 
mismo, y en el marco de otros principios constitu- 
cionales aplicables a la actuación de la 
Administración en general, como la interdicción de 
la arbitrariedad o el principio de proporcionalidad. 
Asimismo, la Inspección de los tributos ha de ser 
especialmente respetuosa con otros derechos indivi- 
duales, como la intimidad personal, la inviolabili- 
dad del domicilio, etc., para ajustarse a los límites 
que a tales derechos impone el deber de contribuir, 
no provocando injerencias ilegitimas en la esfera 
jurídica de los ciudadanos. 

En consecuencia, la eficacia en la actuación de 
la Inspección tributaria no puede identificarse con 
el fin exclusivo de obtener la máxima recaudación 
posible, al margen del contexto constitucional en el 
que necesariamente ha de incardinarse la actuación 
administrativa de inspección de los tributos. En 
otras palabras, el interés recaudatorio no puede eri- 
girse en el único patrón para el diseño del ejercicio 
de la inspección tributaria. 

Ahora bien, tampoco puede perderse de vista 
que el interés recaudatorio constituye una parte 
esencial y definitoria del contenido del deber de 
contribuir consagrado en el artículo 31.1 de la 
Constitución, aunque no agote, ciertamente, su 
contenido exclusivo. La STC 76/1990 ha funda- 
mentado las potestades de comprobación e inves- 
tigación en el artículo 31 de la CE, por lo que el 
ámbito y contenido material del deber de contri- 
buir no puede menoscabarse en el plano aplicativo 
de los tributos a través de una inadecuada ordena- 
ción de las tareas administrativas encaminadas a 
este fin “®. En esta línea, la STC 110/1984 ha jus- 
tificado la necesidad de una actividad inspectora 
especialmente vigilante y eficaz para que la con- 
tribución al sostenimiento de los gastos públicos 
se efectúe mediante una aportación equitativa de 
todos los obligados tributarios, pues ”de otra 
forma se produciría una distribución injusta en la 
carga fiscal, ya que lo que unos no paguen 


debiendo pagar, lo tendrán que pagar otros con 
más espíritu cívico o con menos posibilidades de 
defraudar”. 

El interés recaudatorio, por lo tanto, ha de guiar 
la actuación de la Administración en el ejercicio de 
la actividad de inspección tributaria, por cuanto 
forma parte esencial del deber de contribuir, pero 
no cualquier actuación de la Administración en 
materia de inspección que atienda en exclusiva al 
mencionado interés recaudatorio, desvinculada del 
contexto del artículo 31 de la CE, puede considerar- 
se que satisface las exigencias del principio consti- 
tucional de eficacia, sino sólo aquella que se encau- 
za en el marco del artículo 31 de la Constitución y 
de otros principios informadores, con carácter 
general, de la actividad administrativa, así como de 
otros derechos y garantías del contribuyente igual- 
mente dignos de protección. 


2.3. Elementos distorsionadores del perfil 
constitucional de la eficacia administrativa: la 
eficacia plasmada en la contratación atiende a un 
puro interés recaudatorio y de obtención de bene- 
ficio empresarial 

Pues bien, la eficacia perseguida a través de 
estos contratos con empresas privadas en relación 
con la inspección tributaria dista mucho del contor- 
no constitucional del principio de eficacia en la 
actuación administrativa que acabamos de esbozar. 
Varios son los elementos presentes en esta contra- 
tación que distorsionan los principios a los que 
debe quedar supeditada la actuación de la 
Administración en materia de inspección tributaria. 
A dichos elementos nos referiremos a continuación. 


2.3.1. La forma de retribución a la empresa 
privada 

Suele ser común a este tipo de contratos que el 
coste estipulado del mismo lo sea en función de la 
cuantía de deuda tributaria y, en su caso, de las 
sanciones recaudadas a raíz de las actuaciones ins- 
pectoras en las que ha participado la empresa. Esto 
es, la retribución que va a percibir la empresa con- 
sistirá en un porcentaje sobre la total deuda recau- 


(16) Cfr. LOZANO SERRANO, C., Consecuencias de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el Derecho Financiero y Tributario, Civitas, 
Madrid, 1990, p. 108; RODRÍGUEZ BEREIJO, A., "El sistema tributario en la Constitución (los límites del poder tributario en la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional)”, REDC, núm. 36, 1992, pp. 65 y SS.; ORTÍZ CALLE, E., La Agencia Estatal de Administración Tributaria, 


Universidad Carlos III de Madrid-BOE, Madrid, 1998, p. 241. 
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dada “” . En ocasiones, se estipula también la per- 
cepción de una cantidad mínima por expediente 
tramitado o por actuación realizada "?. A veces, 
incluso, aunque esto no es lo más habitual, se esta- 
blece también una cantidad máxima por expediente 
tramitado” . En algún caso, los porcentajes a per- 
cibir por la empresa se gradúan en función del 
importe de la deuda tributaria derivada de la actua- 
ción inspectora, de forma que el porcentaje vaya 
decreciendo conforme aumenta el importe de la 
deuda tributaria obtenida de cada expediente de 
inspección %?, 


Andrés García Martínez 


Además, en aquellos contratos que junto a las 
actuaciones relativas a la inspección de los tributos 
comprenden también la colaboración en la recau- 
dación en período voluntario y en ejecutiva a veces 
se establecen incentivos a la labor de la empresa en 
forma de un incremento de los porcentajes percibi- 
dos por la misma si se logran determinados objeti- 
vos en cuanto al volumen total del importe recau- 
dado ®. Lo cual, indirectamente, constituye tam- 
bién un incentivo para el logro de resultados de la 
actividad inspectora que redunde en un incremento 
significativo de la recaudación. 


(17) Así, por ejemplo, el Ayuntamiento de Ciudad Real, "Pliego de cláusulas administrativas particulares...”, cit., cláusula quinta, en cuanto al 


tipo de licitación y retribuciones del contratista establece que ”la retribución del presente contrato se fijará tomándose como indice los ingre- 
sos recaudados como consecuencia de los servicios prestados por la empresa adjudicataria tanto en período de pago voluntario, como ejecu- 
tivo, así como por las diversas actuaciones realizadas, según el siguiente detalle, y estableciendo como tipos máximos de licitación los 
siguientes: (...) c) por la realización de las tareas relacionadas con la Inspección Tributaria: el 20% de la deuda tributaria liquidada como 
consecuencia de la actuación de la empresa adjudicataria, estableciendo un mínimo de 18 euros.” El Ayuntamiento de Durango, "Pliego de 
cláusulas técnicas particulares que regirán la contratación por procedimiento abierto de la colaboración en la prestación del servicio y asis- 
tencia para la inspección de los tributos del Ayuntamiento de Durango”, fechado el 8 de agosto de 2006, ha establecido, en la cláusula 4, que 
”el precio del contrato que inicialmente no puede ser cuantificado, dependerá de las actuaciones inspectoras que se realicen y de los resultados 
que de las mismas se deriven. La cuantía que se estima como precio máximo será de 30.050,61 euros (IVA incluido)”. Al objeto de poder valo- 
rar adecuadamente las actuaciones inspectoras a estos efectos se clasifican las mismas atendiendo a sus resultados, estableciéndose un máxi- 
mo de 600 _ por expediente inspeccionado para "actuaciones de apertura, inicio, verificación y comprobación de la situación tributaria que 
finalicen con el <<comprobado y conforme>>, sin que de las actuaciones y/ o inspecciones realizadas se descubran nuevas bases imponibles 
que permitan realizar liquidaciones tributarias a los sujetos pasivos inspeccionados”. En el caso de los "expedientes, que la actuación inspec- 
tora, descubra bases imponibles ocultas, no declaradas, o situaciones irregulares, que permitan la tramitación del correspondiente expediente, 
en el que se realicen actas de inspección, que finalicen con liquidaciones tributarias, y la imposición de las sanciones correspondientes, con 
aceptación de la conformidad del contribuyente o con acta de disconformidad, que adquieran el carácter de firmes”, se distingue el caso de 
que el contribuyente inspeccionado se incorpore a un padrón fiscal que tenga continuidad en el futuro del caso en que tal incorporación a 
un padrón fiscal no se produce por tratarse de un hecho imponible aislado, cuyo devengo se produce de forma individual y sin repetición, a 
efectos de establecer para el primer caso un tipo máximo del 40 por 100 de las cantidades descubiertas en el procedimiento de inspección 
(cuotas más sanciones más intereses) y para el segundo caso un tipo máximo del 30 por 100 de las cantidades descubiertas en el procedimiento 
de inspección. 


(18) Por ejemplo, el Ayuntamiento de Torrejón de Ardoz ha establecido en el Pliego de prescripciones técnicas para la contratación de los trabajos 


de consultoría y asistencia técnica en materia de recaudación ejecutiva, actualización e inspección de tributos, así como la gestión de multas, 
mediante el procedimiento de concurso abierto, fechado el 9 de noviembre de 2005, en la cláusula sexta, apartado C), relativo a la colabo- 
ración en trabajos de inspección, los tipos máximos de licitación en el 25% de la deuda tributaria ingresada como consecuencia de la actua- 
ción material realizada por la empresa adjudicataria sobre conceptos que se gestionan por matrícula y del 10% de la deuda ingresada para 
conceptos que se gestionan por liquidaciones de ingreso directo. Asimismo, ”se establece un mínimo de 24,04 _ por emplazamiento visitado 
y comprobado.” 


(19) Asi, el Ayuntamiento de Paterna (Valencia) en el Pliego de cláusulas jurídicas y económico administrativas para el concurso de contratación 


de los servicios de : (...) 3- gestión catastral e inspección fiscal de los impuestos y tasas recogidos en las Ordenanzas del Ayuntamiento que 
se determinen (...), establece por la colaboración en la inspección fiscal de los impuestos y tasas objeto del contrato, para el caso de que se 
lleve a cabo el trámite íntegro, como tipo máximo de licitación a percibir por el contratista "el 25% de las cantidades que efectivamente se 
recauden (excluidos recargos e intereses) como consecuencia de las liquidaciones derivadas de las actas levantadas en base a la actuación 
inspectora, con un mínimo de 40 _ y un máximo de 1200 _.” 


(20) Es el caso del Ayuntamiento de Tres Cantos, Pliego de condiciones técnicas...cit., que establece los tipos máximos de licitación mediante 


unos baremos elaborados en función del importe de la deuda firme puesta al cobro. El baremo oscila, en el tramo más bajo, entre el 25% de 
la deuda firme puesta al cobro cuando la cuantía esté entre 1 _ y 600 _ y el 5% de la deuda puesta al cobro por cuantías superiores a 18.001 
_, en el tramo más alto. Con un mínimo por expediente, en este último caso, de 1800 _. 


(21) Tal sucede, por ejemplo, en el Ayuntamiento de Oliva (Valencia), en cuyo "Pliego de cláusulas administrativas particulares...”, cit., se con- 


templa en la cláusula 6.-3 que en la liquidación definitiva que se abone al contratista se incluyan una serie de incentivos por consecución 
de objetivos. En el caso de la recaudación en voluntaria, tales incentivos comienzan a aplicarse si la recaudación voluntaria de padrones 
supera el 88% del cargo neto e implican un incremento de la retribución que va desde el 1% para el 88% de recaudación total hasta el 41% 
para el 99% de la recaudación total. En el caso de la recaudación en período ejecutivo se establece que ”si la gestión ejecutiva (cobros más 
bajas) supera el 50% del pendiente en ejecutiva al inicio del ejercicio, excluidas multas, la contraprestación económica por este concepto se 
incrementará en un 20%. El porcentaje resultante se aplicará a todo el importe recaudado en ejecutiva”. 
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En todos los casos se especifica que el IVA está 
incluido en el precio, al tratarse de una contrata- 
ción que se efectúa con la Administración. 

Además de estos porcentajes sobre la recaudación 
total obtenida, se suelen incluir en este tipo de con- 
tratos cláusulas por las que las costas del procedi- 
miento que deba satisfacer finalmente el obligado tri- 
butario se atribuirán en su totalidad a la empresa Y, 

La forma de retribución a la empresa contratista 
pone de manifiesto ya a primera vista que no se 
trata de la retribución puntual por una actuación 
material concreta realizada por la misma para la 
Administración, sino, más bien, que la actuación de 
la empresa en el procedimiento de inspección es 
constante, al punto de hacerla partícipe de un por- 
centaje significativo de la deuda tributaria y de las 
sanciones recaudadas a raíz del mismo *”. 

El interés de la empresa contratista en la obten- 
ción del mayor resultado posible en términos de 
recaudación es evidente, pues de ello dependerá el 
beneficio que la misma va a obtener con el desarro- 
llo de su actividad. Esta sola circunstancia es sufi- 
ciente para poner en entredicho que las actuaciones 
desarrolladas por la empresa respecto a la inspec- 
ción de los tributos sirvan con objetividad al interés 


general, de forma que la actuación del personal de 
la misma sea imparcial y no incurra en arbitrarie- 
dades, y se desarrolle con un escrupuloso respeto al 
procedimiento legalmente establecido y a los dere- 
chos y garantías de los obligados tributarios que 
son objeto de las actuaciones inspectoras. Y ello 
porque los criterios de actuación de la empresa no 
pueden escapar, como hemos dicho, al interés pre- 
ponderante que justifica la existencia misma de tal 
organización, que no es otro que el de obtención 
del mayor beneficio posible %”, 

Además, ello conlleva el peligro de que la satis- 
facción de tal interés empresarial no va a encontrar, 
en principio, resistencia en los propios intereses 
municipales, sino que, antes bien, puede bogar a 
favor de los mismos, en un falso entendimiento, 
como hemos señalado más arriba, de la eficacia en 
la actuación administrativa, que tienda a considerar 
ésta como la mera obtención de resultados en tér- 
minos recaudatorios, olvidándose de la protección 
de los derechos y garantías de los ciudadanos y de 
los principios de justicia que rigen el reparto de las 
cargas públicas”. 

Si indagamos más detenidamente en la forma de 
retribución de la empresa se advierte una circuns- 


(22) Así, el Ayuntamiento de Oliva (Valencia), "Pliego de cláusulas administrativas particulares...”, cit., en la cláusula 6.2, establece que "se rein- 
tegrarán a la empresa los ingresos realizados por los contribuyentes en las cuentas restringidas de recaudación en concepto de costas del pro- 
cedimiento previamente adelantadas por la empresa que en ningún caso tendrán la consideración de retribuciones sino de suplidos”. 

(23) Como destaca la STSJ de Castilla-La Mancha de 14 de febrero de 2006, (rec. 554/2002), respecto al pliego de cláusulas administrativas par- 
ticulares aprobado por el Ayuntamiento de Ciudad Real en 2002 para la contratación de servicios de colaboración en la gestión tributaria 
municipal, -que acaba anulando-, "se establece un régimen de condiciones económicas en el pliego, congruente con el carácter expansivo y 


maximalizante del contrato.” 


(24) Resulta significativo comprobar en PERIÑAN, P.; DÍAZ, C., "Autoevaluación de calidad en la Inspección del ICIO”, Infogedas, núm. 7, 2006, 
p. 48, cómo los responsables de los proyectos de inspección de alguna de estas empresas ponen el acento a la hora de diseñar un plan de 
autoevalución de la calidad de la inspección en el ICIO en los resultados. Así, se parte de una cierta expectativa de obtención de resultados, 
cuando se señala que "la realidad es que los costes finales de obras superan habitualmente los presupuestos iniciales presentados y con una 


comprobación a nivel de inspección -que comprende el análisis completo, incluso de la contabilidad- se pueden obtener resultados en forma 
de liquidaciones complementarias muy satisfactorios sin efectos negativos a nivel político. La experiencia muestra que la suma de las liqui- 
daciones complementarias [oscila] entre el 25% y el 35% de las liquidaciones iniciales, y ello en un plazo menor a dieciocho meses.” La eva- 
luación de la calidad se hace depender en gran medida de los resultados, cuando se señala que tal evaluación se basa, entre otras circuns- 
tancias, en la "elaboración de un informe cualitativo y cuantitativo sobre los resultados”, así como en el "análisis de resultados. Conclusiones 
y modificación de estrategias.” La selección de los contribuyentes a inspeccionar parece basarse en un criterio cuantitativo, pues en la eva- 
luación se verificará "el importe de los presupuestos de cada expediente y su relación con la cuota del impuesto para verificar que se halla 
en un rango de tributación media, que es el tipo que queremos analizar”. Finalmente, se señala que "el último paso en este proceso de auto- 
evaluación de la calidad es el análisis de los resultados”. 


(25) En ocasiones la prensa refleja verdaderas tormentas políticas desencadenadas por la atribución del mérito consistente en el aumento de la 
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recaudación tributaria municipal a través de la contratación del correspondiente servicio con una empresa privada. Tal es el caso, por ejemplo, 
de la polémica suscitada en el Ayuntamiento de Arucas (Canarias) de la que da cumplida cuenta la prensa local. En el periódico digital 
InfoNorteDigital.com. Información del Norte de Gran Canaria, (www.infonortedigital.com), del día 23 de enero de 2006, se publica la noticia 
de que el Ayuntamiento de Arucas ha logrado en 2005 una cifra histórica de recaudación en el cobro a los morosos, señalándose que "ingresó 
durante el ejercicio 2005 un total de 1.531.059,25 euros correspondientes a la recaudación ejecutiva, esto es, al cobro a deudores de la 
Corporación. Esta cifra supone un incremento superior al 55 por ciento respecto al ejercicio anterior, en el que la cantidad ingresada por este 
concepto fue de 980.167,19 euros, de acuerdo a las valoraciones iniciales de los servicios económicos del Ayuntamiento de Arucas.” El éxito 
recaudatorio se lo atribuye el Alcalde, señalando la crónica periodística que "el aumento de la recaudación ejecutiva es el resultado tanto 
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tancia que puede convertirse en un arma de doble 
filo que acabe por distorsionar la correcta aplica- 
ción del ordenamiento juridico-tributario. Nos refe- 
rimos a que algunos contratos establecen la base 
sobre la que aplicar el porcentaje que corresponda 
percibir a la empresa en el importe de las liquida- 
ciones y, en su caso, de las sanciones que sean fir- 
mes 9 . Esto es, si la liquidación tributaria derivada 
de la actuación inspectora y, en su caso, la corres- 
pondiente sanción es recurrida por el obligado tri- 
butario, la empresa no percibe retribución alguna. 
La empresa percibirá la retribución correspondiente 
a esas liquidaciones o sanciones si la resolución 
definitiva de la impugnación es favorable en todo o 
en parte a la Administración titular del crédito tri- 
butario, mientras que no percibirá retribución algu- 
na si la resolución definitiva del conflicto supone la 
anulación total de la liquidación o sanción impug- 
nadas. Pero, incluso en los casos en los que la reso- 
lución del conflicto pudiese favorecer a la 
Administración, cabe la posibilidad de que la 
empresa pierda el derecho a percibir la retribución 
correspondiente debido a que la duración del con- 


Andrés García Mar Ínez 


trato suele ser sustancialmente más corta que el 
tiempo transcurrido desde que se produjo la impug- 
nación de la liquidación o la sanción hasta que 
éstas adquirieron firmeza. 

El mismo razonamiento cabe formular respecto a 
aquellos contratos que establecen la base para la apli- 
cación del porcentaje a percibir por la empresa en la 
deuda cobrada efectivamente, cuando los respectivos 
actos de liquidación o sancionadores son impugnados 
por el contribuyente y éste obtiene la suspensión de 
la ejecución de los mismos, lo que en el caso de las 
sanciones se va a obtener automáticamente sin nece- 
sidad de prestar garantía °” . En tanto en cuanto se 
mantenga el conflicto y el acto impugnado esté sus- 
pendido la empresa no podrá cobrar la retribución 
correspondiente al mismo ®®’. En el caso de que la 
impugnación del acto no hubiese acarreado la sus- 
pensión de su ejecución, esto es, que el obligado tri- 
butario hubiese tenido que pagar la deuda tributaria 
a pesar de impugnar la correspondiente liquidación, 
si, finalmente, la resolución del conflicto es favorable 
al contribuyente en el sentido de implicar la anula- 
ción de la liquidación recurrida, la empresa vendrá 


(26) 


(27) 


(28) 


de las actuaciones solicitadas a la empresa encargada de la recaudación, Mungest, desde Alcaldía, que incluyen embargos, como el mayor 
seguimiento por parte de la actual Concejala de Hacienda”. A ello responde con un comunicado la anterior formación politica que ocupó la 
Concejalía de Hacienda, según noticia de InfoNorteDigital.com. Información del Norte de Gran Canaria, (www.infonortedigital.com), del día 
28 de enero de 2006, en la que se señala que "el Alcalde, con sus declaraciones pretende apuntarse un tanto que no le corresponde y justificar 
una vez más la deficiente gestión recaudatoria de la empresa adjudicataria, intentando ningunear a Tesorería y a los Concejales de Hacienda 
de antes y de ahora e incluso a todo el Servicio Económico Municipal.” Continúa la crónica periodística señalando que "la realidad es bien 
diferente. Se ha incrementado la recaudación ejecutiva durante el 2005 como fruto del trabajo anterior del concejal del PP, D. Emilio Ramos 
y de los Servicios Económicos que, a través de distintos escritos notificaban y exigían el cumplimiento de las obligaciones a la empresa de 
recaudación y advertían de los numerosos incumplimientos del contrato y de la gravísima situación que se venía arrastrando en el tiempo, 
principalmente en recaudación ejecutiva, pero también en voluntaria. (Escritos de Intervención y Tesorería de fechas 5 Octubre 2004 y 9 y 
10 de marzo 2005).” 

Por ejemplo, el Ayuntamiento de Tres Cantos, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 12, establece la base sobre la que aplicar el 
porcentaje correspondiente a percibir por la empresa en "la deuda firme puesta al cobro”, señalando que "la firmeza se entenderá cuando no 
quepa revisión del acto ni en vía administrativa ni judicial”. 

Asi, el Ayuntamiento de Torrent (Valencia), "Pliego de prescripciones técnicas que deben regir y ser base de la contratación mediante con- 
curso y procedimiento abierto de la prestación del servicio de colaboración en los servicios de inspección tributaria del Ayuntamiento de 
Torrent”, fechado el 30 de octubre de 2006, en la cláusula III, establece que ”el precio del objeto de este contrato será el % resultante de la 
licitación sobre <<el importe cobrado correspondiente a las propuestas de liquidación realizadas por la empresa adjudicataria, que tenga su 
origen en la instrucción de los expedientes inspectores, asi como expedientes de comprobación e investigación que se lleven a cabo a ins- 
tancia del contratista que se realicen durante la vigencia del presente contrato>>”. El precio máximo de licitación se fija en el 30% de las 
liquidaciones cobradas y, a efectos de liquidar a la empresa contratista el importe de su remuneración se establece que "la remuneración por 
el mencionado servicio se gira sobre el importe de las liquidaciones cobradas, aunque el cobro se produzca posteriormente a la finalización 
del período voluntario de cobro, incluso una vez el contrato de colaboración haya finalizado, estableciéndose un máximo de cuatro años 
entre la fecha de la liquidación y la de su cobro, como plazo límite para que la liquidación cobrada devengue el porcentaje de remuneración 
correspondiente a favor de la empresa que presta el servicio de colaboración, sin incluir en ningún caso los recargos de apremio ni los inte- 
reses derivados del procedimiento de apremio”. 

Como se señala para el Ayuntamiento de Torrent, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula MI, "en el caso de liquidaciones emitidas 
como consecuencia de la colaboración en la inspección, comprobación e investigación, que hayan sido suspendidas por el correspondiente 
recurso, no se aplicará el límite de cuatro años establecido en el párrafo anterior para que se devengue la remuneración. Una vez cese la sus- 
pensión de las liquidaciones recurridas, si la resolución que resuelve el conflicto de intereses, da lugar a una liquidación, la misma incluirá 
los correspondientes intereses de demora, girándose el porcentaje de remuneración por la prestación del servicio sobre el importe de la liqui- 
dación incluyendo dichos intereses de demora”. 
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obligada a devolver las cantidades que percibió por la 
misma”. 

Resulta, por todo ello, evidente el interés de la 
empresa en que las liquidaciones resultantes del pro- 
cedimiento de inspección así como, en su caso, las 
correspondientes sanciones, no sean recurridas por el 
contribuyente. Ello puede suponer un incentivo para 
que la empresa despliegue un escrupuloso cuidado 
en la realización de las tareas encomendadas a fin de 
que resulte de ello un exquisito cumplimiento del 
ordenamiento jurídico-tributario que no merezca en 
absoluto la posible reprobación del contribuyente. 
Pero, en sentido bien distinto, también puede supo- 
ner un estímulo para que la empresa busque a toda 
costa evitar el conflicto con el contribuyente. Y para 
lograrlo la empresa puede estar tentada, en más de 
una ocasión, de no proponer la imposición de san- 
ciones al contribuyente que es objeto de una regula- 
rización tributaria si éste presta su conformidad a las 
actuaciones realizadas y se compromete a no impug- 
nar los actos de liquidación resultantes. No sería 
extraño, por tanto, que en muchos de los procedi- 
mientos inspectores en los que participen estas 
empresas que den lugar a descubrimiento de deuda y 
a la propuesta de la correspondiente liquidación, en 
aras de lograr la paz jurídica en torno a tal liquida- 
ción y a posibilitar la pronta recaudación de la 
misma, se excluya la propuesta de apertura de un 
procedimiento sancionador. 

Claro que, en este juego de intereses que hemos 
puesto sobre el tapete, tampoco cabe descartar que 
en algunos casos, quizá por el importe de la deuda 
descubierta o por lo evidente de la actuación 
infractora del obligado tributario, la empresa haga 
primar su interés a la percepción de la remunera- 


rales o económicos de cualquier clase frente a éste”. 


ción sobre la sanción, proponiendo, en esta lógica, 
la mayor cuantificación posible de la misma. 

En conclusión, la forma de retribución de la 
empresa privada pone de manifiesto que su actua- 
ción no es meramente puntual, sino que está llama- 
da a desplegar un importante papel en la actividad 
inspectora, y que difícilmente la empresa va a servir 
con objetividad al interés general. 


2.3.2. La selección y organización del personal 
de la empresa que va a prestar el servicio 

La empresa adjudicataria del correspondiente 
contrato tiene libertad para la selección y contrata- 
ción del personal que va a destinar a la realización 
de las tareas encomendadas. El personal de la 
empresa no va a tener vinculación laboral alguna 
con el respectivo Ayuntamiento ni, en consecuen- 
cia, generará derechos laborales o económicos fren- 
te a éste% . La propia empresa adjudicataria no se 
incardinará en ningún caso en la estructura admi- 
nistrativa del respectivo ayuntamiento ni tendrá la 
consideración de órgano de gestión tributaria, de 
recaudación o de inspección del mismo, por lo que 
se descarta cualquier dependencia orgánica de la 
empresa respecto al Ayuntamiento ®” . 

En coherencia con ello, la empresa organizará 
con amplia libertad los medios personales para la 
prestación del servicio encomendado, viniendo 
obligada, normalmente, a nombrar un representan- 
te o delegado frente al Ayuntamiento cuya función 
es la propia de organizar y dirigir la prestación del 
servicio o realización de las tareas encomendadas, 
dando cuenta de ello al Ayuntamiento cuando sea 
requerido para ello? . La empresa asume el riesgo 
y ventura de la actividad emprendida *”. 


29) Asi se establece, por ejemplo, para el Ayuntamiento de Torrent, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula I, que "en caso de que 
alguna de las liquidaciones cobradas fueran recurridas y posteriormente anuladas en alguna instancia administrativa o contenciosa, el con- 
tratista procederá a la devolución del precio de su colaboración por la parte de liquidación anulada en el plazo de treinta días contados a 
partir del siguiente al que le sea notificada la resolución correspondiente”. 

30) Como, por ejemplo, se señala para el Ayuntamiento de Ciudad Real, "Pliego de cláusulas administrativas particulares...”, cit., cláusula tercera, 
”el personal de la empresa adjudicataria no tendrá vinculación laboral alguna con el Ayuntamiento de Ciudad Real ni generará derechos labo- 


31) Asi, por ejemplo, en relación al Ayuntamiento de Ciudad Real, señala el "Pliego de cláusulas administrativas particulares...”, cit., cláusula 
tercera, que "la empresa adjudicataria no tendrá, en ningún caso, el carácter de órgano de gestión o recaudación del Ayuntamiento de Ciudad 
Real, no dependerá orgánicamente de él, ni estará incardinada en su estructura administrativa”. 

32) Por ejemplo, respecto al Ayuntamiento de Tres Cantos, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., condición 6.1, se establece que "la empresa 
adjudicataria designará la persona responsable dependiente de ella, que sea interlocutor ante el Ayuntamiento en todos los aspectos e inci- 
dencias que plantee la ejecución del presente contrato”. En cuanto a la función de este delegado responsable de la empresa, se señala que "se 
encargará de dirigir los servicios y coordinar las relaciones con el Ayuntamiento”. 

33) Como señala en Ayuntamiento de Torrent, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., prescripción V, "el contratista será responsable de la 


calidad técnica de los trabajos que desarrolle y de las consecuencias que se deduzcan para la administración o para terceros de las omisiones, 
errores, métodos inadecuados o conclusiones incorrectas en la ejecución del contrato”. 
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Sorprende la poca atención que, en general, se 
presta por parte del Ente público contratante a la 
cualificación técnica del personal de la empresa que 
va a desarrollar las tareas de inspección tributaria 
encomendadas *”. Las prescripciones técnicas sue- 
len referirse únicamente a la figura del responsable- 
delegado que nombre la empresa frente al 
Ayuntamiento para exigir, con una fórmula bastan- 
te vaga, que tenga conocimientos teóricos y prácti- 
cos en materia tributaria “” . En ocasiones, se 
requiere, además, que el mismo tenga un título uni- 
versitario, normalmente de licenciado en Derecho o 
en Administración y Dirección de Empresas, o de 
diplomado *?. 

Tampoco parece que las empresas exijan una 
especial formación jurídica en materia tributaria 
local a la hora de incorporar personal ®” . 

Aunque la empresa, como hemos dicho, no se 
incardina en la estructura organizativa del 
Ayuntamiento ni el personal de la misma mantiene 
relación laboral alguna con el mismo, normalmente 
se establece la obligación a cargo del Ayuntamiento 
de otorgar una credencial acreditativa al personal 
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de la empresa para facilitarle el desarrollo de las 
tareas encomendadas” . 

Esta credencial puede generar en los contribu- 
yentes que están siendo objeto de una inspección la 
idea de que el personal de la empresa privada que 
actúe en dicho procedimiento forma parte también 
de la Administración tributaria municipal, con la 
consecuente confusión en cuanto a las obligaciones 
y deberes para con el mismo, a efectos de facilitarle 
la práctica de sus actuaciones, amén de su conside- 
ración como Administración pública y no como 
entidad privada a efectos de presumir que su actua- 
ción es objetiva, imparcial, se ajusta a la legalidad 
y, sobre todo, responde a la voluntad o criterio de 
la respectiva Administración municipal. 


2.3.3. La disposición de un local especifico 
para el ejercicio de las tareas encomendadas con 
apariencia de Administración tributaria munici- 
pal 

Una de las cuestiones a las que más atención se 
presta en la contratación con empresas privadas de 
los servicios de asistencia o colaboración en la ges- 


(34) En ocasiones los funcionarios de la Administración tributaria municipal han puesto de manifiesto la escasa preparación jurídico-tributaria 


del personal de las empresas contratistas, como manifiesta el Tesorero del Ayuntamiento de Ciudad Real, DE ANTONIO Y ANTONIO, R., 
Informe sobre la gestión integral de los ingresos municipales del Ayuntamiento de Ciudad Real, II Curso de Dirección Pública Local. Instituto 
Nacional de Administración Pública, 2004, (disponible en www.inap.es), p. 26, cuando en referencia a los recursos informados por el Servicio 
de Gestión Tributaria señala que "aunque la mayoría de los recursos vienen informados con anterioridad por los servicios jurídicos de la 
empresa contratista, debido a la escasa preparación del personal de la misma, los informes deben ser revisados uno a uno y con el deteni- 
miento necesario para no incurrir en errores.” 


(35) Por ejemplo, el Ayuntamiento de Tres Cantos, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., en la cláusula 6.1, señala respecto al Delegado respon- 


sable de la empresa adjudicataria que "deberá reunir las condiciones de conocimiento teórico práctico en las materias tributarias, debiendo 
tener competencia suficiente para: 1. Ostentar la representación de la empresa adjudicataria cuando sea necesaria su actuación o presencia, 
según el presente pliego, así como en otros actos derivados del cumplimiento de las obligaciones contractuales, siempre en orden a la ejecu- 
ción y buena marcha del servicio. 2. Organizar la ejecución del servicio así como el cumplimiento de las ordenes recibidas del Ayuntamiento”. 


(36) Una de las Entidades Locales que más atención ha prestado a esta cuestión ha sido la Diputación Provincial de Zaragoza, "Pliego de pres- 


cripciones técnicas que ha de regir el contrato de servicios complementarios al funcionamiento de los órganos propios de gestión, inspección 
y recaudación, tanto tributarias como de otros ingresos de Derecho público, de la Diputación Provincial de Zaragoza”, de 22 de septiembre 
de 2006, que establece en la cláusula 4.B) que la estructura mínima que se considera necesaria para garantizar una adecuada prestación del 
servicio de colaboración comprendería un Delegado Responsable, "con titulación universitaria en grado de licenciatura, preferentemente en 
Económicas o en Administración y Dirección de Empresas, y formación en materia tributaria, preferentemente local.” Tres Técnicos de 
Gestión, ”con titulación universitaria de grado medio o diplomatura, y formación específica en materia tributaria, preferentemente local.” 
Cuatro Responsables de Oficina, "con titulación universitaria de grado medio o diplomatura y formación específica en materia tributaria, pre- 
ferentemente local.” Tres Administrativos, "con formación específica en materia tributaria” y tres Auxiliares. Resulta revelador, no obstante, 
la preferencia por la licenciatura en Económicas o Empresariales frente a la de Derecho, en la que parece que prima más la capacidad empre- 
sarial que cualquier otra. 


(37) Asi, para el puesto de inspector tributario, la empresa CGI en la oferta de trabajo publicada en Infojobs.net el 12 de noviembre de 2006 exige 


como requisitos mínimos, entre otros, ser Licenciado en Derecho, Económicas, Empresariales o Diplomado. Para el puesto de Auxiliar Técnico 
Tributario, en oferta de trabajo publicada en Infojobs.net el 17 de noviembre de 2006, exige entre los requisitos minimos ser estudiante en 
curso de licenciatura de derecho/económicas o similar. O persona que haya finalizado FPI o Ciclo formativo en Administración. 


(38) Así, por ejemplo, la Diputación de Zaragoza, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., en la cláusula 4.B), establece que la empresa comu- 


nicará a la Diputación los trabajadores de su plantilla, "para su acreditación oportuna en sus actuaciones ante ciudadanos y contribuyentes”. 
El Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas que ha de regir el concurso para la contratación de los servicios de asistencia 
en la gestión tributaria y recaudatoria del Ayuntamiento de Oliva”, fechado el 3 de noviembre de 2006, en la cláusula 6, establece que "a 
efectos de identificación, el Ayuntamiento dotará a los trabajadores designados por la empresa de una credencial como personal dependiente 
de la empresa adjudicataria en su calidad de Oficina colaboradora de Gestión Tributaria y Recaudación”. 
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tión tributaria, en general, y en la inspección de tri- 
butos, en particular, es a la disposición por parte de 
la empresa adjudicataria de uno o varios locales 
para el desempeño en exclusiva de las funciones 
encomendadas por el respectivo Ayuntamiento *?. 
En algunos casos, el local en cuestión es cedido por 
el propio Ayuntamiento a la empresa, con la llama- 
tiva circunstancia de que el mismo constituía con 
anterioridad la sede de la dependencia administra- 
tiva encargada de desarrollar la gestión tributaria “°” 
. A ello suele unirse la obligación de mantener el 
local abierto al público durante un horario determi- 
nado durante la semana que, normalmente, incluye 
también la prestación del servicio en horario de 
tarde, al menos, alguno de los días de la semana “” 
. Precisamente, en la posibilidad de atención a los 
contribuyentes también en horario de tarde se ha 
querido ver una ventaja de la externalización del 
servicio de gestión tributaria municipal en empre- 
sas privadas ”, 

Asimismo, se suele imponer la obligación a la 
empresa de habilitar en el local un espacio, general- 
mente un despacho, destinado a los funcionarios 
municipales que van a dirigir o coordinar el ejerci- 


cio de la correspondiente función tributaria o cuyo 
concurso se haga necesario para la emanación de 
determinados actos administrativos “” . 

Pero, sin duda, lo que resulta sorprendente y 
revelador a un tiempo es la obligación que muchos 
de estos contratos imponen a la empresa adjudica- 
taria de poner un rótulo o placa en el local dispues- 
to para el desempeño de la actividad encomendada 
que lo identifique frente a los ciudadanos como una 
Oficina de Inspección tributaria o, en su caso, de 
Gestión y Recaudación tributaria del ente público 
contratante”, 

Se hace visible con ello cual parece ser la fina- 
lidad perseguida por el Ente público que decide 
contratar con una empresa privada la asistencia y 
colaboración en la inspección tributaria o, más en 
general, en la gestión y recaudación tributaria. Ésta 
no es otra que atribuir a la empresa la mayor parte 
del ejercicio de las respectivas funciones tributarias 
reservándose el Ente público únicamente el dictado 
de los actos administrativos que hayan de tener efi- 
cacia frente a terceros y la realización de aquellas 
actuaciones que de forma evidente impliquen ejer- 
cicio de autoridad ® . 


(39) Así, por ejemplo, el Ayuntamiento de Castro-Urdiales, "Pliego de prescripciones técnicas para la contratación mediante concurso de la cola- 
boración en los servicios de inspección tributaria del Ayuntamiento de Castro-Urdiales”, (Expte. Contratación N°: CP0118), establece en la 
cláusula 6 que "el adjudicatario deberá aportar al menos un local en Castro-Urdiales para tareas de atención e información al contribuyente, 
respecto a expedientes objeto del presente contrato.” 

(40) El Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., en la cláusula 5.1) establece que "el Ayuntamiento de Oliva cederá a la 
empresa adjudicataria el local, sito en Avda. Valencia n° 2, bajo, donde actualmente se ubican las dependencias de la Oficina de Gestión 
Tributaria y Recaudación. La empresa adjudicataria deberá acondicionar dicho local a su costa con el objeto de que esté disponible y total- 
mente habilitado a los dos meses desde la firma del contrato y, en todo caso y salvo causa justificada, con anterioridad al inicio del ejercicio 
2007.” 

41) Asi, el Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., en la cláusula 5.2), establece que la oficina en la que desarrolle su 
actividad la empresa adjudicataria "habrá de hallarse abierta al público al menos 5 días a la semana (de lunes a viernes), en jornada de maña- 
na y tarde.” 

42) Una de las posibles ventajas que apunta DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión..., cit., p. 48, de la externalización en empresas 
privadas de determinados servicios de gestión tributaria es que "el horario de atención al público es de mañana y tarde, lo que con personal 
funcionario es difícil de conseguir.” 

43) Por ejemplo, señala el Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., en la cláusula 5.3), que "en la referida oficina se 
habilitará un despacho reservado al personal del Ayuntamiento encargado de la coordinación de funciones entre éste y la empresa adjudica- 
taria.” 


44) Resulta ilustrativo, en este sentido, lo dispuesto en Ayuntamiento de Castro-Urdiales, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cláusula 6, al 
señalar respecto al local aportado por la empresa que ”en dicho local deberá figurar la placa <<Servicio de Inspección Tributaria del 
Ayuntamiento de Castro-Urdiales>>.” De igual manera, se señala en Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláu- 
sula 5.1, que "en este local, entre otros extremos, constará la denominación <<OFICINA DE GESTIÓN TRIBUTARIA Y RECAUDACIÓN DEL 
AYUNTAMIENTO DE OLIVA>>.” Asimismo, en Ayuntamiento de Redondela, "Pliego de prescripciones técnicas que rigen el concurso para la 
contratación de los servicios de asistencia en la gestión tributaria, censal, inspectora y recaudatoria del Ayuntamiento de Redondela”, de 12 
de abril de 2006, cláusula 8, se establece, respecto al local aportado por la empresa adjudicataria que ”en este local, entre otros extremos, 
constará la denominación <<OFICINA DE XESTIÓN TRIBUTARIA DO CONCELLO DE REDONDELA>>.” 

(45) Resulta ilustrativo lo que señala DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión integral..., cit., p. 27, respecto a la inspección tribu- 

taria del IAE y del IBI en el Ayuntamiento de Ciudad Real, "con relación al Impuesto sobre Actividades Económicas, de estar delegado en la 

Excma. Diputación de Ciudad Real, una vez revocadas las facultades de gestión, la delegación a favor de la Agencia Tributaria se ha subor- 

dinado a los servicios de la empresa contratista. En cuanto a la inspección del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, es una facultad contratada 

con la empresa que colabora en la gestión recaudatoria, lo cual quiere decir que los servicios de inspección municipales no han variado su 
función durante la transición de un modelo de recaudación basado en la delegación de competencias a otro modelo por definir completa- 
mente.” 


TRIBUTOS LOCALES N° 68 Abril 2007 W21 


2.4. La necesidad de dotar adecuadamente los 
servicios administrativos de la inspección tribu- 
taria local como exigencia de la auténtica eficacia 

La realidad está ahí, como acabamos de obser- 
var, y es insoslayable. Bajo el paraguas de la cola- 
boración, la asistencia técnica o el apoyo a la ins- 
pección de los tributos locales numerosos 
Ayuntamientos e, incluso, alguna Diputación pro- 
vincial han encontrado la forma de poner en fun- 
cionamiento un servicio de inspección tributaria 
que resulte eficaz si medimos la eficacia en térmi- 
nos de recuperación de recaudación. Lo han hecho 
atribuyendo mediante el correspondiente contrato 
la realización material de la inspección tributaria a 
empresas privadas especializadas “° . 

La inspección de los tributos locales resulta fun- 
damental para recuperar buena parte de la recauda- 
ción tributaria defraudada por los obligados a con- 
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tribuir y, además, cumple una función de preven- 
ción general, por cuanto anima a los contribuyentes 
a cumplir voluntariamente con sus obligaciones tri- 
butarias de acuerdo con el plan trazado en la nor- 
mativa tributaria “” . Las cifras sobre recaudación 
por liquidaciones directas y sanciones derivadas de 
las actuaciones inspectoras son ilustrativas de la 
importancia en términos cuantitativos de la inspec- 
ción de los tributos locales “®. Sin embargo, son 
numerosos los Ayuntamientos que presentan gran- 
des deficiencias en la organización del servicio de 
inspección tributaria municipal y en la dotación de 
medios personales y materiales del mismo “”. Lo 
cual conduce a que en muchos de ellos no se esté 
abordando la inspección de alguna de las figuras 
tributarias de mayor potencia recaudatoria y donde 
se registra un mayor fraude fiscal, como es el caso 
del ICIO €, A ello contribuye, además, la falta de 


(46) Esta realidad es constatable, con mayor frecuencia, incluso, respecto a la función de recaudación tributaria, donde ha llegado a extenderse, 


-además de a los tributos locales-, a los tributos cedidos por el Estado a las Comunidades Autónomas y a los tributos propios de éstas, pues, 
como hemos explicado en GARCÍA MARTÍNEZ, A., La gestión de los tributos autonómicos, Civitas, Madrid, 2000, pp. 426 y ss., ha existido 
algún caso de contratación con empresas privadas de la colaboración en la gestión recaudatoria en periodo ejecutivo de los ingresos de la 
Comunidad Autónoma, como, por ejemplo, ha sido el caso de la Comunidad Autónoma de Murcia, que contrató en términos genéricos con 
una empresa privada, en el año 1989, la recaudación ejecutiva de sus ingresos públicos, alertando, con ello, a la Inspección General de los 
Servicios del Ministerio de Economía y Hacienda sobre la legalidad de tal contratación por lo que a la recaudación de los tributos cedidos 
por el Estado se refería. 


(47) Como señala DELGADO MERCÉ, A., "La inspección de tributos municipal”, en Rodríguez Fernández, J. y Gomar Sánchez, J., (Coordinadores), 


(48) Así, por ejemplo, SECCIÓN DE INSPECCIÓN DE TRIBUTOS LOCALES DE LA DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE HUESCA, Memoria de la 


Hacienda y Finanzas Municipales, Marcial Pons, Madrid, 2001, p. 234, "la inspección local debe jugar un papel trascendente en aras a alcanzar 
el mayor nivel de medios económicos, en relación con los ingresos tributarios locales, mediante su labor en el ámbito de la lucha contra el 
fraude fiscal, obteniendo recaudación directa en virtud de las liquidaciones derivadas de las Actas y Sanciones incoadas, e, indirectamente, 
y, sin embargo, de mayor importancia económica, provocando la generalización de una conducta correcta y cumplidora de la ciudadanía ante 
sus obligaciones fiscales”. En esta línea, PALOMARES RUZAFA, F., "La Hacienda Local: La inspección tributaria local”, ponencia presentada 
al Curso Superior de gestión jurídico-económica de la Hacienda Local, organizado por la FECAM, en Santa Cruz de Tenerife el 16 de abril de 
2004, p. 3, considera que la inspección tributaria supone un instrumento decisivo para lograr un justo reparto de la carga impositiva entre 
todos los contribuyentes y, resalta, en el plano estrictamente recaudatorio, el efecto directo del incremento inmediato de la recaudación, así 
como la repercusión social que causa la Inspección, "creando una cultura tributaria alejada de la impunidad, que lleva al contribuyente a la 
presentación de las declaraciones tributarias que permiten a la Administración tener actualizados los padrones de los diversos tributos, obte- 
niendo unos ingresos saneados.” 


Inspección del Impuesto sobre Actividades Económicas. Año 2004, pp. 73 y 74, recoge un importe de las actas tramitadas por el IAE en 2004, 
incluyendo cuota, recargo provincial e intereses, de 785.419,78 _, mientras que el importe de las sanciones tramitadas es de 109.857,02 _. Es 
de destacar que, según señala la mencionada Memoria..., p. 10, la Sección de Inspección está integrada por tres personas, un Inspector-Jefe 
de Sección, un Administrativo-Agente tributario y un Auxiliar administrativo. DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión..., cit., 
p. 27, ofrece datos relativos al importe descubierto por la Sección de Inspección Tributaria del Ayuntamiento de Ciudad Real respecto al 
Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, que en el ejercicio de 2002 ascendió a 106.677,88 _, de los 
cuales 79.020,65 _ se corresponden con el importe de las liquidaciones practicadas y 27.657,23 _ con el de las sanciones impuestas. Esta 
recaudación se incrementa en el ejercicio de 2003 a un importe total descubierto por dicho impuesto de 207.511,40 _. Respecto al 
Ayuntamiento de Jerez de la Frontera, la empresa municipal Jerez Recaudación y Servicios S. A. (Jereyssa), ofrece en su página web institu- 
cional (www.jereyssa.com), datos sobre la recaudación tributaria municipal, señalando que en el ejercicio 2005 la tramitación de cargos por 
actas de inspección ascendió a un importe de 1.209.244, 35 euros. 


(49) Como señala PALOMARES RUZAFA, F., "La Hacienda Local...”, cit., p. 3, "a nivel local siempre se han potenciado de manera preferente los 


servicios de recaudación y gestión, en pocas ocasiones, debido a factores muy diversos, se llega a dotar adecuadamente al área de inspección, 
la falta de personal especializado y una legislación cambiante son factores coadyuvantes de esta situación.” 


(50) Resulta significativo, al respecto, lo señalado en Ayuntamiento de Vigo, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., Memoria justificativa, ”El 


Ayuntamiento no cuenta con técnicos especialistas en el análisis de contabilidad privada. El servicio de inspección tributaria sólo cuenta con 
técnicos especializados en procedimiento inspector. En consecuencia, abordar una comprobación del ICIO a nivel de bases imponibles, exige 
contar con una asistencia técnica externa con unos mínimos de solvencia técnica acreditados en este tributo. En este punto, la actuación del 
Ayuntamiento sería acorde con la seguida por otros ayuntamientos que ya tienen en marcha actuaciones comprobadoras en este impuesto.” 
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coordinación y colaboración de los propios servi- 
cios técnicos municipales con los servicios de ges- 
tión e inspección tributaria municipal *”. 

Sin embargo, la solución organizativa o de ges- 
tión que ponga fin a esa situación o que mejore 
sustancialmente el producto recaudado por la 
actuación inspectora no puede desconocer el carác- 
ter esencialmente público de la función de inspec- 
ción tributaria ni su implicación directa con los 
principios de justicia tributaria y con los derechos y 
garantías de los contribuyentes. Como tampoco 
puede desconocer, en este sentido, las limitaciones 
impuestas por la LRBRL a las formas de gestión de 
determinados servicios públicos, destacadamente, la 
prohibición de fórmulas de gestión indirecta para 
los servicios públicos que impliquen ejercicio de 
autoridad (art. 85.3 de la LRBRL'*?. 

Por ello, la consecución de la eficacia de la 
actuación administrativa municipal en materia de 


inspección tributaria debe pasar por medidas que 
impliquen un reforzamiento de los propios servicios 
administrativos de inspección tributaria, con una 
mejor dotación de medios tanto humanos como 
personales y una más sólida formación del personal 
adscrito a los puestos de inspección ©” . Asimismo, 
debe potenciarse dicha eficacia con la adecuada 
coordinación y colaboración de otros servicios de la 
Administración municipal, que en las tareas de 
comprobación e investigación de los tributos loca- 
les puede resultar absolutamente fundamental *” . Y, 
cómo no, debe fomentarse también la colaboración 
interadministrativa, especialmente con la AEAT, 
con la Dirección General del Catastro y sus 
Gerencias Territoriales, con la Dirección General de 
Tráfico, así como con los Notarios y Registradores 
de la Propiedad *”. A estos efectos, ante la dificul- 
tad que encuentra en muchas ocasiones la 
Administración tributaria municipal para conseguir 


(51) 


(52) 


(53) 


(54) 


(55) 
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Como señala DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión..., cit., p. 27, ”con relación al Impuesto sobre Construcciones, 
Instalaciones y Obras no se realizan inspecciones por no recibir la colaboración de los servicios técnicos municipales, como suena.” En la 
misma línea, GARCÍA HERNÁNDEZ, C., Plan de mejora de la gestión de los ingresos del Ayuntamiento de Leganés, IV Curso de Dirección 
Pública Local. Instituto Nacional de Administración Pública, 2005, (disponible en www.inap.es), p. 64, señala como debilidad en la gestión 
del ICIO la "falta de comunicación entre los departamentos de Urbanismo (tramitación de licencias) y Rentas (liquidadores).” Asimismo, 
GALIANO IBARRA, J. A., Modernización administrativa en el Ajuntament d'Elx: de la inspección descentralizada al Servicio de Inspección, 
TV Curso de Dirección Pública Local. Instituto Nacional de Administración Pública, 2005, (disponible en www.inap.es), p. 46, pone de mani- 
fiesto la descoordinación interna existente entre los distintos servicios con tareas inspectoras en el Ayuntamiento de Elche, cuando señala 
que ”si bien cada inspector por separado cuando detecta una infracción en un ámbito distinto al suyo, emite informe con el objeto de dar 
traslado a la unidad administrativa competente, se constata que cuando se recibe un parte o informe de otra área de inspección, actúan como 
si de una denuncia ciudadana se tratara, es decir, simplemente se considera una fuente más para el inicio de una actuación. En resumen, 
existen evidencias de que la comunicación horizontal, intercambio de información entre personas situadas al mismo nivel jerárquico en la 
organización, no es aprovechada al máximo.” 
Como señala ALLI ARANGUREN, J. C., "Las nuevas formas de la actividad administrativa...”, cit., pp. 131 y 132, "en todo caso se debiera 
excluir de la externalización aquellas funciones esenciales y las que impliquen el ejercicio de potestades o funciones superiores directivas. 
Aquí situaríamos las de decisión política, las de poder público, las discrecionales, las de garantía de derechos.” 

Así, por ejemplo, DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión integral..., cit., p. 23, señala, en relación al Ayuntamiento de Ciudad 
Real, que ”el personal de los servicios de Tesorería, Gestión Tributaria e Inspección Tributaria es muy escaso para una administración que 
tiene un total de 116.123 contribuyentes anuales en el ejercicio 2003 y 128.000 en el ejercicio 2004, solamente en deudas de vencimiento 
periódico y cobro por recibo”. En su propuesta de mejora de la gestión de los ingresos del Ayuntamiento, apuesta claramente por un modelo 
organizativo que, bajo la jefatura de la Tesorería, refuerce el servicio administrativo propio del Ayuntamiento, frente a un modelo basado en 
la externalización de la gestión tributaria y recaudatoria. En esta línea, GARCÍA HERNÁNDEZ, C., Plan de Mejora..., cit., pp. 96 y ss., propone, 
para la mejora de la gestión de los ingresos del Ayuntamiento de Leganés, la realización de un plan de inspección fiscal que presupone la 
potenciación de los propios servicios municipales de inspección y la coordinación de los distintos servicios municipales. El eje vertebrador 
de la mejora de gestión está constituido por la referencia al Catastro de cualquier obra, actividad económica, vehículo, etc., que tenga tras- 
cendencia tributaria para el municipio. 

Especial hincapié en ello realiza GALIANO IBARRA, J. A., Modernización administrativa..., cit., pp. 55 y ss., que para la mejora de los ser- 
vicios de inspección, en general, del Ayuntamiento de Elche propone como una actuación fundamental "la integración de la actividad ins- 
pectora en un órgano que coordine y unifique dicha labor frente a la opción de mantener el sistema de inspección con puestos independientes 
y bajo nivel de coordinación.” 

Por ejemplo, la colaboración de los Notarios y Registradores es fundamental para evitar el fraude en el Impuesto Municipal sobre el 
Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, pues a través de la misma la Administración tributaria municipal puede conocer 
las transmisiones de inmuebles que se realizan en el municipio y el importe de las mismas. Como señalan DÍAZ GUIJARRO, R.; FERRARI, J., 
"Madrid ataja el fraude en la plusvalía municipal”, Diario Cinco Días del martes 16 de enero de 2007, p. 39, el IMIVTNU "sólo en Madrid es 
el segundo mayor de los impuestos municipales, sólo después del Impuesto de Bienes Inmuebles (IBI), en cuanto al volumen de derechos reco- 
nocidos. Según los datos facilitados por la Agencia Tributaria de la capital, en 2006 se emitieron 22.023 notas informativas reclamando el 
pago del impuesto de plusvalías, con las que se logró recaudar entre 17 y 18 millones de euros. De ese volumen de notas informativas, el 
ejercicio pasado se trasladaron a la inspección un total de 9.686 expedientes de los que también se espera poder recaudar una cifra nada des- 
preciable y, si fuese el caso, abrir los correspondientes expedientes sancionadores.” 
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que la colaboración de otras Administraciones se 
haga efectiva, es de aplaudir la concreción en una 
norma jurídica del genérico deber de colaboración 
en un deber especifico que obligue a la otra 
Administración a realizar o, en su caso, no realizar 
una concreta actuación en relación con la aplica- 
ción del tributo correspondiente a la 
Administración municipal *?. 

Ese reforzamiento de los servicios administrati- 
vos de inspección tributaria municipal no está reñi- 
do con la celebración de contratos de asistencia téc- 
nica con empresas privadas, siempre que éstos se 
circunscriban a su objeto propio y finalidad, esto es, 
a la realización de actuaciones eminentemente téc- 
nicas con carácter puntual para la Inspección, al 
suministro, diseño e instalación de programas 
informáticos, etc. Con lo que si choca frontalmente 
es con la externalización prácticamente total de la 
inspección tributaria que, como hemos analizado, 
se está produciendo en numerosos casos al amparo 
formal de este tipo de contratos de asistencia técni- 
ca. Justamente, esa externalización debilita al pro- 
pio servicio administrativo de inspección tributaria, 
al imposibilitarle la tramitación directa de los expe- 
dientes, con la implicación diaria en las tareas inhe- 
rentes a la comprobación e investigación de los 
hechos imponibles, privándole, asimismo, de la 
obtención directa y el manejo de la información 
con trascendencia tributaria %”. Lo cual, en última 
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instancia, redunda en una ausencia de experiencia 
y organización de la inspección tributaria por parte 
de los propios servicios administrativos del 
Ayuntamiento, lo que entraña el riesgo de una falta 
de continuidad del servicio de inspección ante la 
finalización del contrato con la empresa adjudica- 
taria, su rescisión o la falta de cumplimiento del 
mismo por cualquier causa *? , 

Además de ello, la externalización de los servicios 
de gestión tributaria en empresas privadas produce 
también una ineficiencia evidente en la dotación y 
organización de los propios servicios administrativos, 
ya que estos no pueden desaparecer por completo, 
dado que, al menos formalmente, lo que se contrata 
es la asistencia o colaboración con dichos servicios 
administrativos, lo que presupone su existencia y 
normal funcionamiento, aparte de que los actos 
administrativos tienen que emanar de los respectivos 
funcionarios públicos o, en su caso, de los órganos 
representativos del Ayuntamiento que tengan atribui- 
da la competencia correspondiente *”- 

Sin embargo, lo que no cabe duda es que la con- 
tratación de la gestión tributaria con empresas pri- 
vadas va a tener efectos sobre el personal de la 
Administración municipal adscrito a los servicios 
de gestión o inspección tributaria, pues, cuando 
menos, tal contratación implicará una disminución 
de las funciones y tareas que al mismo le corres- 
ponden, lo que, en última instancia, puede traducir- 


(56) El Ayuntamiento de Madrid ha conseguido a través de la Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid, con- 


cretar uno de esos deberes jurídicos a cargo de los Registradores de la Propiedad, precisamente para el adecuado control de la gestión del 
IMIVTNU. Señala la Disposición Adicional Sexta de la mencionada Ley que ”el Registro de la Propiedad no practicará la inscripción corres- 
pondiente de ningún documento que contenga acto o contrato determinante de las obligaciones tributarias por el Impuesto sobre el 
Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana en el Ayuntamiento de Madrid, sin que se acredite previamente, de acuerdo con 
lo que se establezca reglamentariamente, haber presentado la autoliquidación o, en su caso, la correspondiente declaración o comunicación.” 
Como informan DÍAZ GUIJARRO, R.; FERRARI, J., "Madrid ataja el fraude...”, cit., p. 39, "el Consistorio de la Capital pretende, con esta medi- 
da, que entró en vigor el día 1 de enero pero no comenzó a aplicarse hasta ayer 15, acabar con el elevado fraude que existe en este tributo.” 
Asimismo, esta experiencia del Ayuntamiento de Madrid "quiere ser emulada por el resto de municipios, según confirman fuentes de la 
Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP).” 


(57) Entre los inconvenientes que apunta DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión..., cit., p. 48, a la externalización de la recau- 


dación tributaria, señala que "el personal del Ayuntamiento no conoce los aspectos sustantivos de la gestión integral de los recursos muni- 
cipales, retrasándose así la formación de la plantilla en aspectos esenciales de la recaudación tanto voluntaria como ejecutiva.” 


(58) Como señala DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión integral..., cit., p. 48, con la externalización de los servicios de gestión 


tributaria, "el Ayuntamiento retrasa el hecho de asumir por sí la prestación de un servicio, con el riesgo que supone en el caso de que deba 
enfrentarse al mismo en el supuesto de rescisión del contrato de servicios.” 


(59) Resulta ilustrativa, en este sentido, la situación que describe DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión..., cit., p. 33, referida al 


Ayuntamiento de Ciudad Real, producida tras la revocación de la delegación de competencias de gestión tributaria en la Diputación Provincial 
y la asunción del ejercicio de las mismas por el Ayuntamiento: ”El personal tiene muchas dificultades en asumir que en la nueva situación 
competencial municipal su trabajo debe incrementar cuantitativa y cualitativamente. La mayoría se muestra remisa al cambio de tareas con 
argumentos irracionales tales como: <<si esto no lo tenía que hacer antes, ahora tampoco>>, <<si no sé nada de este impuesto, no tengo la 
obligación de tramitarlo>>, <<si antes firmaban las notificaciones en la Diputación ¿por qué ahora tengo que firmarlas yo?>>, o pidiendo 
directamente que le eleven el sueldo. Algunos incluso se muestran molestos con el incremento de afluencia de público. No comprenden que 
la función de su puesto de trabajo siempre ha sido la misma, y que la diferencia es que ahora deben ejecutarla.” 


240 Abril 2007 TRIBUTOS LOCALES N° 68 


La participación de empresas privadas A 


se en una reasignación de funciones o cambio de 
adscripción para una parte del personal integrante 
de los servicios de inspección y gestión tributaria ©’ 

Asimismo, en otro orden de consideraciones, 
tampoco puede decirse que resulte eficiente la 
opción por la contratación con empresas privadas 
de los servicios de gestión tributaria, en general, y 
de inspección, en particular, cuando el propio pro- 
cedimiento de contratación puede constituir una 
fuente de conflictos para el Ayuntamiento contra- 
tante, cuya posibilidad de solución desemboque, 
finalmente, en la vía contencioso-administrativa, 
con resultados que en muchos casos pueden supo- 
ner un mayor coste económico para el 
Ayuntamiento ©. 

En efecto, la externalización, en general, lleva 
aparejados ciertos riesgos, que pueden concretarse 
en el clientelismo en las adjudicaciones por 
influencia y capacidad de presión de grupos de 
intereses no necesariamente económicos, debilidad 
de los instrumentos públicos de seguimiento y con- 
trol, cláusulas de salvaguarda insuficientes sobre la 
garantía de la prestación y sus condiciones y deja- 
ción por los funcionarios de sus labores (?, 


2.5. La posibilidad de delegación de la inspec- 
ción en otra Administración tributaria como 
alternativa de eficacia 


Evidentemente, no todos los Ayuntamientos 
están en disposición, por sus dimensiones, pobla- 
ción y recursos financieros de organizar un servicio 
propio de inspección tributaria, ni tan siquiera, 
quizá, de recaudación en vía ejecutiva. O, incluso, 
aún estando en disposición de ello, no consideren 
que sea ésta la opción más eficiente. En estos casos, 
frente al recurso de la externalización del servicio 
en empresas privadas, se abre la posibilidad de la 
delegación del ejercicio de las competencias de ges- 
tión tributaria en otra Administración pública de 
ámbito superior o, en su caso, de solicitar la cola- 
boración para el desempeño de determinadas tareas 
a través de la firma de un convenio con otra 
Administración tributaria ©. Esta posibilidad está 
expresamente contemplada en los artículos 7 y 8 
del TRLRHL, que habilitan la delegación de compe- 
tencias en las Diputaciones Provinciales, 
Comunidades Autónomas uniprovinciales o 
Cabildos y Consejos Insulares, así como la colabo- 
ración de la Administración tributaria de la respec- 
tiva Comunidad Autónoma o del Estado para la 
realización extraterritorial de actuaciones de ges- 
tión tributaria del correspondiente Ente Local ©. 
Son numerosos los Ayuntamientos que, al amparo 
del artículo 7 del TRLRHL, han delegado todas o 
algunas de las competencias de gestión de sus tri- 
butos en las respectivas Diputaciones Provinciales, 


(60) Al respecto, los sindicatos han impugnado en ocasiones los actos que articulan esta contratación, en defensa de los intereses del personal 


de la propia Administración tributaria municipal, a lo que el Ayuntamiento demandado ha planteando la falta de legitimación activa del sin- 
dicato. Considera, sobre ello, la STSJ de Castilla-La Mancha de 14 de febrero de 2006, (rec. 554/2002), que "se daría un evidente interés pro- 
fesional, dado que [de] la pretendida anulación del pliego de cláusulas administrativas, podrian derivarse determinados beneficios tanto para 
el sindicato como para los afiliados, aunque sea a través del interés indirecto y eventual, que pudiera suponer que las actividades de asistencia 
y colaboración que el pliego comprende, retornasen al ámbito propio de la función pública local o del personal a su servicio.” En sentido 
contrario, negando legitimación en estos asuntos a la Junta de Personal del Ayuntamiento, STSJ de Murcia de 18 de marzo de 2004, (rec. 
618/2001), que sigue, desde mi punto de vista, un criterio muy formalista en cuanto a la consideración de la contratación efectuada con la 
empresa privada. 


(61) Paradigmática, en este sentido, resulta la STSJ de Madrid de 27 de febrero de 2004, (rec. 1730/1997), que ante la impugnación de la adju- 


dicación del contrato de colaboración en la recaudación ejecutiva del Ayuntamiento de Boadilla del Monte a favor de una empresa licitadora 
por parte de otra licitadora que entiende tener más méritos para ello, considera, efectivamente, que la recurrente debió ser elegida en primer 
lugar en el correspondiente concurso y condena al Ayuntamiento a pagarle una indemnización, ya que "conforme al Pliego administrativo 
y al pliego de condiciones técnicas el plazo de duración del contrato era de 2 años (Cláusula 122) del pliego de condiciones técnicas, no resulta 
posible que el recurrente pueda asumir la ejecución del mismo, procediendo la indemnización de daños y perjuicios, a determinar en ejecución 
de sentencia y que consistirá en el abono del beneficio industrial que durante el período de dos años de duración del contrato hubiera con- 
seguido el adjudicatario.” 


(62) Cfr., ALLI ARANGUREN, J. C., "Las nuevas formas de la actividad administrativa...”, cit., p. 133. 
(63) Sobre el régimen jurídico de las relaciones interadministrativas en la aplicación de los tributos, resultan fundamentales los trabajos de BAR- 


QUERO ESTEVAN, J. M., Gestión tributaria y relaciones interadministrativas en los tributos locales, Montecorvo-UAM, Madrid, 1999; GARCÍA 
MARTÍNEZ, A. La gestión de los tributos autonómicos, Civitas, Madrid, 2000 y VÍCTOR SÁNCHEZ, J. V., Relaciones interadministrativas en 
la aplicación de los tributos locales, Cabildo de Lanzarote, 2006. 


(64) La STSJ de Castilla-La Mancha de 14 de febrero de 2006, (rec. 554/2002), (JUR 2006/95416), hace hincapié en esta posibilidad de delegación 
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de la gestión tributaria en otras Administraciones públicas para poner de manifiesto el carácter esencialmente público de dichas competencias 
y su ejercicio, indicando que ”es la propia Ley la que posibilita la delegación y colaboración en su ámbito pero titularizada en otra 
Administración pública; y en los términos que la legislación prevé (art. 106.3 de la LBRL). Luego estamos ante un sistema esencial y funda- 
mentalmente publificado, observado ello como un todo, que no admite excepciones”. 
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que se han convertido, de esta manera, en una ins- 
tancia administrativa especializada en la gestión 
tributaria local ©. 

Aqui concluimos el análisis que, desde el plano 
de la eficacia y eficiencia de la actuación adminis- 
trativa, hemos efectuado del fenómeno descrito de 
la contratación con empresas privadas de la inspec- 
ción tributaria. Pero, comos hemos dejado sentado, 
la eficacia misma de la actuación administrativa no 
es ajena al Derecho sino que, antes bien, tiene que 
desenvolverse conforme al Ordenamiento juridico 
y, en este sentido, hemos apuntado los problemas 
que, desde el punto de vista juridico, plantea la 
opción de externalizar el servicio de inspección tri- 
butaria. A continuación nos proponemos profundi- 
zar en el análisis de las concretas tareas que a tra- 
vés de los respectivos contratos se atribuyen en 
materia de inspección tributaria a las empresas 
adjudicatarias para contrastarlas con el marco juri- 
dico que define las posibilidades de la 
Administración para la gestión del servicio de ins- 
pección tributaria y comprobar si, finalmente, este 
fenómeno desborda tales posibilidades jurídicas o, 
por el contrario, se mantiene dentro de los linderos 
definidos por el Ordenamiento. 


3. LAS POSIBILIDADES Y LÍMITES JURÍDICOS A LA 
GESTIÓN DEL SERVICIO DE INSPECCIÓN TRIBUTA- 
RIA 


3.1. La prohibición de gestión indirecta del 
servicio de inspección tributaria 

Las posibilidades jurídicas de gestión del servi- 
cio de inspección tributaria vienen definidas, con 
carácter general, por el artículo 85 de la LRBRL. En 
él se contemplan dos formas bien diferenciadas de 
gestión de los servicios públicos locales, la gestión 
directa, que podrá llevarse a cabo por la propia 
entidad local, a través de un organismo autónomo 
local, mediante una entidad pública local o a través 
de una sociedad mercantil local cuyo capital social 
pertenezca integramente a la entidad local o a un 
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ente público de la misma, y la gestión indirecta, 
mediante las distintas formas previstas para el con- 
trato de gestión de los servicios públicos en el arti- 
culo 156 del Texto Refundido de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, apro- 
bado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio, (en adelante, TRLCAP). 

Lo que en ningún caso permite la LRBRL es que 
aquellos servicios públicos que impliquen ejercicio 
de autoridad se presten mediante fórmulas de ges- 
tión indirecta, pues como claramente dispone el 
artículo 85.3 de la misma, "en ningún caso podrán 
prestarse por gestión indirecta ni mediante sociedad 
mercantil de capital social exclusivamente local los 
servicios públicos que impliquen ejercicio de auto- 
ridad.” 

Esta misma prohibición se recoge en el artículo 
196.4 del TRLCAP en relación a los contratos de 
consultoría y asistencia y los de servicios, cuando 
dispone que "no podrán ser objeto de estos contra- 
tos los servicios que impliquen ejercicio de la auto- 
ridad inherente a los poderes públicos.” 

Los regímenes especiales de organización pre- 
vistos para los municipios de gran población por la 
Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de Medias para la 
Modernización del Gobierno Local y para los muni- 
cipios de Barcelona y Madrid, por la Ley 1/2006, de 
13 de marzo, que regula el Régimen Especial del 
Municipio de Barcelona y la Ley 22/2006, de 4 de 
julio, de Capitalidad y de Régimen Jurídico Especial 
de Madrid, no introducen, en este punto, diferen- 
ciación alguna respecto a ese límite establecido en 
el artículo 85.3 de la LRBRL, esto es, les resulta 
aplicable la prohibición de prestar mediante fórmu- 
las de gestión indirecta los servicios locales que 
impliquen ejercicio de autoridad. 

En consonancia con ello, el artículo 92.2 de la 
LRBRL establece que ”son funciones públicas, cuyo 
cumplimiento queda reservado exclusivamente a 
personal sujeto al Estatuto funcionarial, las que 
impliquen ejercicio de autoridad (...) y, en general, 
aquellas que, en desarrollo de la presente Ley, se 


(65) Como destaca RUEDA RUÍZ, S., "Las Diputaciones y la gestión tributaria y recaudatoria local (D)”, ISEL. Cuadernos de Gestión Pública Local. 
I, segundo semestre de 2000, (editados en formato papel y en formato digital accesible en www.isel.org/cuadernos, por el que citamos), p.1 
y ss., uno de los ejes fundamentales del nuevo esquema competencial propio de las Diputaciones lo constituyen las tareas de cooperación, 
asesoramiento y apoyo en temas económico-financieros municipales, entre los que destaca la gestión tributaria, recaudatoria e inspectora. La 
Diputación de Málaga "apostó fuertemente por esa función, por lo que el 95% de los Ayuntamientos de la Provincia le delegaron la gestión 


recaudatoria de, al menos, sus principales tributos.” 
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reserven a los funcionarios para la mejor garantía 
de la objetividad, imparcialidad e independencia en 
el ejercicio de la función” *? . 

A la vista de ello, constituyendo la gestión tri- 
butaria, en general, y la inspección tributaria, en 
particular, típicas funciones administrativas que 
implican el ejercicio de autoridad o, cuando menos, 
que exigen la garantía de una actuación objetiva e 
imparcial de la Administración, queda claro que 
ésta no puede recurrir a fórmulas de gestión indi- 
recta para la organización y gestión de las mismas 
(7). De ahí que las funciones tributarias que impli- 
quen ejercicio de autoridad queden excluidas de la 
posibilidad de contratación con sujetos privados a 
través del típico contrato de gestión de servicios 
públicos del artículo 154 del TRLCAP, en cualquiera 
de las modalidades previstas en el artículo 156 del 
TRLCAP, tales como la concesión, el concierto o la 
gestión interesada. 


3.2. Prohibición de atribuir a entes privados el 
ejercicio de funciones públicas que impliquen 
ejercicio de autoridad 

Las Entidades Locales que han contratado con 
empresas privadas la inspección tributaria han 
huido formalmente de este tipo de contratos que 
implican claramente una gestión indirecta del ser- 
vicio y han utilizado, como hemos señalado, las 
modalidades de contratación previstas en el artículo 
196 del TRLCAP, que presuponen la gestión directa 
del correspondiente servicio público y cuya finali- 
dad se encamina, precisamente, a fortalecer 
mediante el asesoramiento, la asistencia o la pres- 


tación de servicios la gestión desarrollada por los 
propios servicios administrativos. Ante ello se plan- 
tean dos cuestiones. La primera cuestión, si con 
independencia de la denominación que la 
Administración haya dado al contrato y de su ropa- 
je formal como contrato de asistencia, colaboración 
o apoyo a la función administrativa, la calificación 
jurídica que merezca el mismo, atendido su conte- 
nido material, sea la de un contrato de gestión del 
servicio público. Esto es, en el caso que nos ocupa, 
si, en realidad, se está contratando con empresas 
privadas la realización material de la inspección de 
los tributos locales. Lo cual caería, por tanto, en el 
terreno propio de la gestión indirecta del servicio, 
contraviniendo la prohibición contenida en los artí- 
culos 85.3 y 92.2 de la LRBRL ®. 

La segunda cuestión, si, aún sin apartarse del 
campo de la gestión directa del servicio, el conteni- 
do material del contrato respeta lo dispuesto en el 
artículo 92.2 de la LRBRL, que reserva exclusiva- 
mente a personal funcionario las funciones públicas 
que impliquen ejercicio de autoridad. 

Esto obliga a operar con el criterio del ejercicio 
de autoridad para intentar dar respuesta a esas 
cuestiones, con el problema que ello conlleva de 
imprecisión del concepto de autoridad en nuestro 
ordenamiento jurídico” . Como explica el profesor 
BARQUERO ESTEVAN, la STC 143/1985 ha aclara- 
do que no debe trasladarse el significado jurídico 
penal del concepto de autoridad al resto del orde- 
namiento, con lo que se rechaza que el concepto 
quede referido a "funcionarios con capacidad de 
mando o decisión, es decir, con imperium, por man- 


(66) Como explica BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización de las Administraciones locales para el ejercicio de sus competencias de gestión 
tributaria”, REALA, núm. 276, 1998, p. 130, un sector de la doctrina española sostiene que la propia Constitución establece la reserva del 
ejercicio de las funciones que impliquen ejercicio de autoridad a personal funcionario y el artículo 92.2 de la LBRL sería una manifestación 


de dicha reserva. 


(67) Como señala BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., p. 130, resulta innegable que, al menos, en el ámbito de la recaudación 
ejecutiva y de la inspección, las funciones tributarias implican ejercicio de autoridad. 

(68) Señala RUEDA RUÍZ, S., "Las Diputaciones y la gestión tributaria...”, cit., p. 2, en referencia a la prohibición contenida en el artículo 85.3 
de la LRBRL, que "conviene hacer hincapié en la vigencia de esa determinación legal, de manera que todo planteamiento que intente eludir 
este hecho podría ser encubierto de forma que pudiese parecer que no atenta contra la letra de la Ley, pero indiscutiblemente iría en contra 
de su espiritu, lo que representa un claro fraude de Ley. Es el caso de las recientes fórmulas de <<empresas asesoras externas privadas cola- 
boradoras en el procedimiento tributario y recaudatorio municipal>>, aunque formalmente el recaudador sea un funcionario municipal. Esas 
empresas no sólo llevan a cabo materialmente tareas reservadas por Ley a funcionarios públicos, lo que va en contra de la Ley 7/85, sino 
que con escaso o nulo control municipal disponen y manejan unas bases de datos de ciudadanos que requerirá una pronta intervención de 
la Gerencia de la Agencia de Protección de Datos, al incluirse en ellas la relación de todos los propietarios de inmuebles y vehículos (a través 
del IBI, de las licencias de apertura, de la basura industrial o del ICIO), de determinados negocios jurídicos (transmisiones de inmuebles a tra- 
vés del IIVT o del IBI), de las cuentas corrientes (a través de las domiciliaciones o de los embargos de cuentas), etc.” 

(69) Como señala BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., p. 131, el Tribunal Constitucional (STC 143/1985) y parte de la doctrina 
administrativista han puesto de manifiesto la imprecisión de que adolece el concepto de autoridad en nuestro ordenamiento jurídico. 
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tener una posición destacada en la organización 
administrativa”. Y se apunta en esa Sentencia que 
en el ámbito administrativo la clave para determi- 
nar la condición de autoridad de un sujeto ha de ser 
la "calificación del propio contenido de la misión 
ejercitada, actuando dentro del círculo de sus atri- 
buciones”. Asimismo, señala la referida Sentencia 
del Tribunal Constitucional que los actos emanados 
de una autoridad han de ser actos en los que se 
actúe ”con sujeción al Derecho público en el ejerci- 
cio de potestades” œ, 

En consecuencia, coincidimos con el profesor 
BARQUERO, en que "toda actividad administrativa 
cuyo desarrollo dé lugar a la emanación de actos 
(administrativos) por los poderes públicos, en el 
ejercicio de sus potestades y con sometimiento al 
Derecho público implica, sin excepción, ejercicio de 
autoridad” ™ . Partiendo de esta afirmación, el cita- 
do profesor matiza, no obstante, la misma, a la vista 
de que en el ordenamiento local se reconocen en 
ocasiones a sujetos privados (los concesionarios) 
determinadas facultades que cabría incluir en el 
concepto de ejercicio de autoridad, en el sentido de 
considerar que lo que se reservaría exclusivamente 
a personal funcionario por el artículo 92.2 de la 
LRBRL y quedaría excluido en todo caso de la ges- 
tión indirecta, no serían cualesquiera actividades 


1 
72 


) 
73) 
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que puedan implicar ejercicio de autoridad, sino 
sólo las que constituyen manifestaciones típicas de 
poder público, esto es, aquellas funciones de tal 
trascendencia juridico-pública que sólo al poder 
público competen “?, 

Por lo tanto, todas las funciones tributarias y, 
destacadamente, por lo que ahora nos interesa, la 
inspección tributaria, implican ejercicio de autori- 
dad y se encuentran reservadas, a tenor de lo seña- 
lado en el artículo 92.2 de la LRBRL, a personal 
funcionario ®”. 

El Tribunal Supremo ha tenido ocasión de sen- 
tar jurisprudencia sobre esta cuestión en relación, 
fundamentalmente, con la adjudicación del servicio 
de recaudación tanto en período voluntario como 
en período ejecutivo a personas privadas para que 
ejerciesen como recaudadores de exacciones del 
respectivo ayuntamiento “^. En la STS de 26 de 
enero de 1990 señala el Tribunal que una vez que 
ha entrado en vigor la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local, no es 
posible ya el sistema de gestión indirecta en cual- 
quiera de sus formas para la prestación del servicio 
de recaudación tributaria municipal, al implicar 
esta función ejercicio de autoridad y quedar reser- 
vado su ejercicio a personal funcionario "”. En la 
STS de 3 de marzo de 1993 el Tribunal reafirma esta 


70) BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización de las Administraciones...”, cit., p. 131. 

71) BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización de las Administraciones...”, cit., p. 132. 

Cfr. BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización de las Administraciones...”, cit., p. 133. 

Como señala BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., p. 133, "lo que, en cualquier caso, me parece claro, es que todas las fun- 


ciones tributarias (liquidación, inspección, recaudación) se incluyen entre aquellas que, según el art. 92.2 LRBRL, se encuentran reservadas, 
en principio, a personal funcionario. Lo que significa, como mínimo en el ámbito local (y sin perjuicio de lo que se verá más adelante), que 
no pueden realizarse por sociedades mercantiles, aunque sean de capital íntegramente local”. 

(74) Así, por ejemplo, en la STS de 26 de enero de 1990, (RJ 1990/561), respecto a la validez del pliego de condiciones por las que se había de 
regir el concurso de adjudicación del Servicio de Recaudación por Gestión directa en período voluntario respecto de los valores en recibo y 
en periodo ejecutivo respecto de todo tipo de valores del Ayuntamiento de Ciudadela (Baleares); la STS de 5 de marzo de 1993, (rec. 
5995/1990), respecto a la validez del Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Manacor de 22 de diciembre de 1987 por el que se aprobaron 
las Bases de convocatoria de un concurso para el nombramiento de un Recaudador de Exacciones Municipales de la Corporación; la STS de 
31 de octubre de 1997, (rec. 9266/1991), respecto a la validez de la adjudicación del servicio de recaudación y de inspección de los tributos 
locales del Ayuntamiento de Adeje (Tenerife) a un Recaudador; la STS de 13 de junio de 2000, (rec. 8204/1994), respecto a la validez de la 
adjudicación a una empresa de la gestión integral de los ingresos del Ayuntamiento de Santa Brígida (Canarias), o la STS de 27 de junio de 
2000, (rec. 2001/1994), respecto a la contratación mediante subasta de la recaudación voluntaria del recibo de residuos sólidos y alcantari- 


llado del Ayuntamiento de Torrevieja. 


(75) Señala la STS de 26 de enero de 1990, (RJ 1990/561), que "dichos preceptos [arts. 85 y 92 de la LRBRL] excluyen de manera absoluta el sis- 
tema de gestión indirecta en todas sus formas, exceptuándose tan sólo en párrafo tercero del art. 106 de la Ley de 1985, las delegaciones que 
las entidades locales pueden realizar de los servicios de recaudación e inspección a favor de Entidades Locales de ámbito superior 
(Diputaciones Provinciales), de las respectivas Comunidades Autónomas y los sistemas de colaboración que pueden establecer con los citados, 
con otras Entidades Locales o con el Estado, de acuerdo con la legalidad de éste.” Sentado esto, enjuicia el Tribunal la validez de todo el sis- 
tema de adjudicación llevado a cabo por el Ayuntamiento, concluyendo que ”a este respecto es necesario tener en cuenta que todo el proce- 
dimiento se inició ya con posterioridad a la vigencia de la Ley de 2 de abril de 1985 y que las circunstancias concurrentes en el caso, las de 
ser una nueva adjudicación, impiden la aplicabilidad de la mencionada transitoria [DT 9: del RDLeg de 18 de abril de 1986], aunque en él se 
dé una cierta continuidad con la situación precedente, por ser el adjudicatario la misma persona que con anterioridad venía desempeñando 
la recaudación, pues ello nada significa, por cuanto, en realidad, se trata de una nueva adjudicación, sin vinculación alguna con la precedente 
y sin que, por lo tanto, se pueda establecer continuidad alguna entre ellas, como claramente resulta del pliego de condiciones aprobado.” 
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doctrina y puntualiza, además, que la circunstancia 
de que en las Bases que han de regir el concurso 
para el nombramiento de un recaudador municipal 
se exija la condición de funcionario público a los 
candidatos no salva la prohibición derivada de los 
artículos 85 y 92 de la LRBRL, al referirse este últi- 
mo precepto al status que necesariamente deben 
mantener durante el desempeño de la función 
recaudatoria quienes ocupen el correspondiente 
puesto "9, 

En la STS de 31 de octubre de 1997 el Tribunal 
señala la imposibilidad legal de una gestión indi- 
recta no sólo del servicio de recaudación de tributos 
sino también de la comprobación e inspección de 
los tributos locales por tratarse de funciones públi- 
cas que implican ejercicio de autoridad “7 . La STS 
de 13 de junio de 2000 considera nula la contrata 
de la gestión integral de los ingresos municipales 
del Ayuntamiento de Santa Brígida adjudicada a la 
empresa Mungest S. L., articulada bajo el ropaje de 
un contrato de asistencia técnica, precisamente, 
porque los servicios contratados consisten en la 
realización de funciones que implican ejercicio de 
autoridad y, por tanto, no pueden integrarse en un 


contrato de asistencia técnica "” . Finalmente, en la 
misma línea que las anteriores pero, incluso, con un 
criterio más amplio, entiende la STS de 27 de junio 
de 2000 que una función pública, como es el caso 
de la función recaudatoria, que corresponde a una 
potestad administrativa no puede ser adjudicada a 
una empresa privada sin contravenir el 
Ordenamiento jurídico “? . 

En cuanto a los Tribunales Superiores de 
Justicia de las Comunidades Autónomas, no han 
mantenido, respecto a este tipo de contratación con 
empresas privadas de determinadas funciones de 
gestión tributaria, una postura unánime. Unos 
Tribunales Superiores de Justicia, quizá con una 
visión en exceso formalista, han hecho valer la 
cláusula que suele establecerse en los respectivos 
pliegos de condiciones administrativas que rigen la 
contratación relativa a que el objeto del contrato no 
se extiende a la emisión de los actos de gestión tri- 
butaria que impliquen ejercicio de autoridad, para 
afirmar la legalidad de tales pliegos y, por tanto, de 
la contratación efectuada por el respectivo 
Ayuntamiento “” . Otros Tribunales Superiores de 
Justicia, en cambio, han entrado a examinar y 


(76) Señala la STS de 5 de marzo de 1993, (rec. 5995/1990), que "no puede admitirse, en primer lugar, que la condición de funcionario que exige 


el art. 193.2 del Texto Refundido pueda configurarse [tal y como lo hace la Base 7° ap. e) de las impugnadas] sólo como requisito que deben 
reunir los aspirantes para participar en un concurso para nombramiento de recaudador. La legislación reserva el puesto de trabajo a los fun- 
cionarios, por lo que la condición de funcionario que exige el art. 193.3 TRRL, que se invoca, se refiere al <<status>> que necesariamente 
deben mantener durante el desempeño del referido puesto quienes asumen la función de recaudación, al ser ésta una función pública nece- 
saria en todas las Corporaciones Locales, por lo que la misma se debe ejercer por personal sujeto a Estatuto funcionarial [art. 92 de la Ley 
7/1985 y art. 1 del Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembrel].” 


(77) Como destaca la STS de 31 de octubre de 1997, (rec. 9266/1991), "la representación procesal de la otra parte apelada (del Ayuntamiento de 


Adeje) argumenta que el objeto de la adjudicación no era la recaudación ejecutiva del Ayuntamiento, puesto que el objeto del Acuerdo de la 
Comisión de Gobierno, de 13 de julio 1989, se refiere textualmente: <<1.- Adjudicar la formación de un banco de datos, el servicio de inves- 
tigación, inspección y recaudación de tributos locales derivados tanto de las listas cobratorias del citado banco, como de los demás hechos 
imponibles de futuro que han dejado de tener entrada en las arcas municipales, excepción hecha de los trabajos contratados mediante pres- 
tación de servicios concretos a don Luis A. P.>>. Ahora bien, atendiendo a esta argumentación textual de esta extensión no puede sostenerse 
que la adjudicación no fuera del servicio de recaudación municipal, sino que sirve para considerar que, además de él, se incluyó en la adju- 
dicación otros servicios (investigación e inspección de tributos locales) no ajenos al ejercicio de autoridad y que comportan características 
funciones públicas”. 


(78) Señala la STS de 13 de junio de 2000, (rec. 8204/1994), que "lo que resulta determinante es que los <<servicios>> objeto del contrato no 


pueden integrarse en un contrato de asistencia técnica (...). La realización de funciones que impliquen ejercicio de autoridad, como las aquí 
encomendadas, no pueden incluirse en el ámbito del contrato realmente concertado, y, menos, bajo las circunstancias y presupuestos a que, 
realmente, éste se contrae, o que constituyen sus antecedentes, tal como viene a razonar la sentencia recurrida en casación en fundamenta- 
ciones que no han sido desvirtuadas ni criticadas sino a base de afirmaciones sobre el objeto de la contratación y sobre su naturaleza que 
sólo responden a una visión subjetiva, y errónea, de la parte recurrente”. 


(79) Entiende la STS de 27 de junio de 2000, (rec. 2001/1994), que "no es conforme a Derecho la adjudicación a una empresa particular de una 


función, como la recaudatoria, cualquiera que sea su ámbito, que corresponde a una potestad administrativa”. 


(80) Así, en la STSJ de Madrid de 29 de abril de 2005, (rec. 746/2000), en la que se somete al enjuiciamiento del Tribunal el acto de adjudicación 
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del concurso convocado para contratar el servicio de "asistencia técnica y de colaboración con el Servicio Municipal de Recaudación Ejecutiva 
del Ayuntamiento de Leganés”, el Tribunal tiene ocasión de pronunciarse, entre otras cuestiones, sobre la conformidad a Derecho de los plie- 
gos de condiciones administrativas particulares y de prescripciones técnicas que habían de regir la contratación, afirmando la legalidad de 
los mismos, pues, "la exclusión expresa por el Pliego de actos de autoridad por el adjudicatario en unión a que lo único que autoriza a con- 
tratar el Pleno del Ayuntamiento son aquellas actividades de asistencia técnica que no impliquen ejercicio de autoridad, permiten a la Sala 
concluir que el Pliego goza de presunción de legalidad en relación al tema controvertido, presunción de legalidad que la demandante no ha 
logrado desacreditar”. Un criterio similar se trasluce en la STSJ de Murcia de 18 de marzo de 2004, (rec. 618/2001), en relación con la impug- 
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valorar el conjunto de funciones y tareas contenido 
en el pliego que rige las condiciones de la contra- 
tación para determinar si, realmente, se está o no 
atribuyendo a la empresa adjudicataria el ejercicio 
de funciones públicas que impliquen ejercicio de 
autoridad o si la contratación se ajusta a los perfiles 
de un contrato de asistencia y colaboración *”, 


3.3. Posibilidades y límites de los contratos de 
asistencia y colaboración o de servicios en el 
apoyo a la gestión directa de la Administración 

Conectando con esto último, como ya hemos 
señalado, los Ayuntamientos realizan la contrata- 
ción de los servicios de gestión tributaria, incluida 
la inspección, acudiendo a las figuras contractuales 
previstas en el artículo 196 del TRLCAP que no 
implican gestión indirecta sino apoyo o colabora- 
ción en la gestión directa desarrollada por la propia 
Administración municipal. Conviene, por tanto, 
tener presente también el perfil propio de esta 
modalidad contractual y la finalidad de la misma 
para su contraste con la contratación llevada a cabo 
por los Entes municipales sobre la inspección tribu- 
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taria. El artículo 196 del TRLCAP prevé dos tipos de 
contratos, el de consultoría y asistencia y el de ser- 
vicios. Respecto al primero de ellos, el apartado 2 
del artículo 196 del TRLCAP lo define en función de 
su objeto, que podrá consistir en: a) la realización 
de estudios y elaboración de informes, planes, ante- 
proyectos, proyectos de carácter técnico, organiza- 
tivo, económico o social, así como la dirección, 
supervisión y control de la ejecución y manteni- 
miento de obras, instalaciones y de la implantación 
de sistemas organizativos; b) llevar a cabo, en cola- 
boración con la Administración y bajo su supervi- 
sión, una serie de prestaciones, como la investiga- 
ción y estudio para la realización de cualquier tra- 
bajo técnico, el asesoramiento para la gestión de 
bienes públicos y la organización de servicios del 
mismo carácter, el estudio y asistencia en la redac- 
ción de proyectos, anteproyectos, modificación de 
unos y otros, dirección, supervisión y control de la 
ejecución y mantenimiento de obras e instalaciones 
y de la implantación de sistemas organizativos y, en 
fin, cualesquiera otras prestaciones directa o indi- 
rectamente relacionadas con las anteriores y en las 
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nación del Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Murcia por el que se aprueba la contratación del "Servicio de Asistencia Técnica y 
Colaboración con el Ayuntamiento de Murcia para la gestión tributaria y la recaudación voluntaria y ejecutiva de tributos y otros ingresos 
municipales”, cuando señala que "el pliego de condiciones de la contratación deja fuera del contrato los actos que implican ejercicio de auto- 
ridad, como de hecho ha sucedido en la práctica según se desprende de la prueba testifical antes referida. No se aprecia por tanto que el 
acuerdo impugnado haya violado los preceptos aludidos por la actora en la demanda (arts. 12 y 178 LHL, arts. 85 y 92 LBRL y art. 6.2 LGT, 
arts. 24.1 y 25 LGP, ni los del Reglamento General de Recaudación que también menciona”. La misma tesis defiende la STSJ de Castilla y 
León de 30 de junio de 2000, (rec. 1135/1996), en relación con la impugnación de la convocatoria y pliego para la contratación del servicio 
de asistencia técnica y apoyo material y personal a la gestión y recaudación de los ingresos del Ayuntamiento de Saucelle (Salamanca). Ante 
la alegación de la parte recurrente de que tal contratación implica una delegación de las competencias tributarias, entiende el Tribunal que 
”no se produce una delegación de competencias tributarias con la adjudicación del contrato, habida cuenta de la cláusula primera del pliego 
de cláusulas administrativas (objeto del contrato) cuya lectura y términos no dan pie para sostener esa delegación, sino una asistencia técnica 
y apoyo en gestión y recaudación;”. 

En este sentido, la STSJ de Cataluña de 31 de marzo de 2003, (rec. 1053/1998), respecto a la impugnación de la resolución de la Comisión 
de Gobierno del Ayuntamiento de Roses, de 27 de abril de 1998, "que acuerda adjudicar el contrato de consultoría y asistencia técnica con- 
sistente en el soporte logístico, centro de cálculo, asesoramiento y colaboración en los aspectos materiales de la gestión de los diferentes 
ingresos municipales a TRIBUGEST GESTIÓN DE TRIBUTOS, SA y GESTIÓ LOCAL INTEGRAL, SL.”, señala que del pliego de condiciones 
"resulta palmario que el contrato no se limita al mero asesoramiento y apoyo técnico sino que implica una intervención del contratista en 
funciones que suponen el ejercicio de autoridad, y, por consiguiente, de imposible incardinación en las de un contrato de consultoría y asis- 
tencia realizado por particulares.” Destacable resulta, en esta línea, la STSJ de Castilla-La Mancha de 14 de febrero de 2006, (rec. 554/2002), 
relativa al Acuerdo de la Comisión de Gobierno del Ayuntamiento de Ciudad Real, de 8 de julio de 2002, "por el cual se aprueba el pliego de 
cláusulas administrativas particulares que ha de regir el concurso para la contratación de los servicios de colaboración en la gestión tributaria, 
censal, inspectora y recaudatoria del Ayuntamiento de Ciudad Real”. Como señala el Tribunal, para el enjuiciamiento del acto impugnado 
"hay que partir del análisis del futuro contrato, para poder determinar desde su propia naturaleza jurídica su posibilidad legal y límites.” De 
ese análisis deduce el Tribunal, que los servicios contratados van a "afectar a procedimientos o actuaciones en materia tributaria que implican 
el ejercicio de funciones administrativas”, concluyendo que "existe una fuerte publificación de las funciones tributarias de gestión, liquida- 
ción, inspección y recaudación; por incorporar potestades públicas desarrolladas a través de atribuciones competenciales y funciones públi- 
cas; integradas en una actividad prevalente y predominantemente funcionarial (art. 12 de la Ley 39/1988; art. 6 del R.D. 1684/1990, de 20 
de diciembre; art. 92.2 y 3 de la Ley 7/85), que está titularizada en una Administración pública; en este caso la local, que es quién ha de ejer- 
cerlas y desarrollarlas con unidad de acto y procedimiento en general; por configurarse como servicios públicos que implican ejercicio de 
autoridad; por ello el artículo 85.2 de la L.B.R.L., prohíbe la gestión indirecta para los mismos; y el art. 15 de la L.P.A.C., la encomienda de 
gestión a través de sujetos sometidos al Derecho privado.” En el mismo sentido, STSJ de Castilla-La Mancha de 16 de febrero de 2006, (rec. 
553/2002), y STSJ de Castilla-La Mancha de 3 de abril de 2006, (rec. 804/2002). 
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que también predominen las de carácter intelectual, 
en particular los contratos que la Administración 
celebre con profesionales, en función de su titula- 
ción académica, así como los contratos para el des- 
arrollo de actividades de formación del personal de 
las Administraciones Públicas. 

Respecto al contrato de servicios, el artículo 
196.3 del TRLCAP lo define, igualmente, en función 
de la realización de su objeto, que ha de ser: a) de 
carácter técnico, económico, industrial, comercial o 
cualquier otro de naturaleza análoga, siempre que 
no se encuentren comprendidos en los contratos de 
consultoría y asistencia o en alguno de los regula- 
dos en otros Títulos del Libro II del TRLCAP; b) 
complementario para el funcionamiento de la 
Administración; c) de mantenimiento, conserva- 
ción, limpieza y reparación de bienes, equipos e 
instalaciones; d) los programas de ordenador desa- 
rrollados a medida para la Administración, que 
serán de libre utilización por la misma; e) la reali- 
zación de encuestas, tomas de datos y otros servi- 
cios análogos y, finalmente, f) de gestión de los sis- 
temas de información que comprenda el manteni- 
miento, la conservación, reparación y actualización 
de los equipos físicos y lógicos de tratamiento de la 
información, así como la actualización de los pro- 
gramas informáticos y el desarrollo de nuevos pro- 
gramas. 

El objeto propio de esas modalidades contrac- 
tuales, por lo que a la gestión tributaria y, especial- 
mente, a la inspección respecta, es externo al propio 
procedimiento de aplicación de los tributos estable- 
cido por el Ordenamiento. La realización de estu- 
dios, informes, asesoramiento, la elaboración y 
puesta en marcha de programas informáticos apli- 
cados a la gestión tributaria o el apoyo a la 
Administración, ha de concretarse en la realización 
puntual de una serie de trabajos o actuaciones por 
parte del contratista que no pueden constituir en 
sentido estricto actuaciones del procedimiento de 
aplicación de los tributos, en el caso que nos ocupa, 
del procedimiento de inspección, con independen- 


cia de que tales trabajos o actuaciones puedan ser- 
vir de base para la mejor organización y desarrollo 
de la función inspectora o de que, en algún caso, 
dado el carácter eminentemente técnico de tal 
actuación, la misma se incorpore por parte del 
órgano administrativo competente al procedimiento 
tributario como tal actuación técnica, por ejemplo, 
la valoración de un determinado bien realizada por 
una sociedad de tasación ®”. 

Llegados a este punto, podemos concluir que la 
prohibición de que por entes privados se ejerzan 
funciones públicas que impliquen ejercicio de auto- 
ridad, esto es, en el caso que nos ocupa, la función 
de inspección tributaria, no implica la exclusión 
absoluta de la participación de las empresas priva- 
das del ámbito de la gestión tributaria, en general, 
y de la inspección, en particular. Este tipo de enti- 
dades puede jugar un cierto papel a través de la rea- 
lización de actividades auxiliares de las estricta- 
mente administrativas, articuladas, fundamental- 
mente, a través del contrato de consultoría o asis- 
tencia y del contrato de servicios ®” . Y ello porque 
no parece lógico extender la prohibición del recurso 
a entidades privadas para el ejercicio de funciones 
públicas, derivada de los artículos 85.3 y 92.2 de la 
LRBRL, a aquellas actividades que, siendo necesa- 
rias para el ejercicio de dichas funciones, no impli- 
quen en sí mismas ejercicio de autoridad “” . El 
ámbito de la colaboración de estas empresas priva- 
das en el ejercicio de las funciones tributarias ven- 
drá definido, en consecuencia, por aquellas activi- 
dades de carácter eminentemente material o técnico 
que no impliquen, en ningún caso, ejercicio de 
potestades-competencias *” , 


4. EL ANÁLISIS DE LAS TAREAS ENCOMENDADAS A 
LAS EMPRESAS PRIVADAS EN MATERIA DE INS- 
PECCIÓN TRIBUTARIA Y DE SU ADECUACIÓN O NO 
AL ORDENAMIENTO 


Sentado lo anterior, conviene que nos detenga- 
mos a continuación en el análisis de las tareas que 


(82) Como señala la STS de 13 de junio de 2000, (rec. 8204/1994), el contrato de asistencia técnica "constituye instrumento en el quehacer de 
los órganos administrativos que pueden completar así su capacidad de acción, en caso de insuficiencia de los medios ordinarios de que dis- 
ponen para atender a necesidades de aquel orden de carácter coyuntural o para restar determinados servicios que sea preferible confiar al 


sector privado por razones de economía o de eficacia”. 


(83) Cfr., BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., pp. 134 y ss. 
(84) En este sentido, BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., p. 138. 


(85) Cfr. BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., p. 139. 
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en relación con la inspección tributaria se suelen 
atribuir a las empresas contratistas y, especialmen- 
te, en aquellas que más dificultades plantean para 
su encaje en el referido ámbito que el Ordenamiento 
habilita a la participación privada en el ejercicio de 
funciones tributarias. 


4.1. La cláusula general de prohibición de dic- 
tar actos que impliquen ejercicio de autoridad y 
de dictar actos administrativos 

Por supuesto, todos los pliegos de condiciones 
técnicas, al referirse genéricamente al objeto del 
contrato, establecen una cláusula de salvaguarda 
según la cual se contrata la realización de actuacio- 
nes en materia de gestión tributaria, en general, o 
de inspección, en particular, que no impliquen ejer- 
cicio de autoridad *”. Incluso, en algunos casos, se 
recalca esta circunstancia introduciendo una cláu- 
sula expresa de acuerdo con la cual la empresa en 
ningún caso emitirá actos administrativos, facultad 
que únicamente corresponde ejercer a los respecti- 
vos funcionarios de la Administración tributaria 
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municipal o, en su caso, a los miembros de la 
Corporación Local ©”. 

Sin embargo, en muchas ocasiones ello consti- 
tuye un mero formulismo, que busca la apariencia 
de concordancia del contrato con lo dispuesto en la 
LRBRL, pues, como analizaremos seguidamente, las 
tareas que se encomiendan expresamente a la 
empresa contratista si bien no suponen la suscrip- 
ción formal de los actos administrativos, que, efec- 
tivamente, se reserva al funcionario o miembro de 
la Corporación competente, implican indefectible- 
mente el ejercicio de potestades-competencias en 
materia de inspección tributaria y, en general, en 
materia de gestión tributaria, que suponen, como 
hemos argumentado, el ejercicio de una función 
pública que lleva ínsito el ejercicio de autoridad *” 

Incluso, en la práctica, hay ocasiones en las que 
la empresa contratista utiliza la firma escaneada del 
funcionario competente para la notificación de los 
actos administrativos '”. Lo cual no sólo pone de 
manifiesto el dictado material de actos que impli- 
can ejercicio de autoridad por parte de la empresa, 


(86) Así, por ejemplo, Ayuntamiento de Castro-Urdiales, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 1, "constituye el objeto del contrato 


la prestación de los servicios de colaboración en la inspección tributaria del municipio de CASTRO-URDIALES, de acuerdo con las condiciones 
técnicas y administrativas que figuran en sus correspondientes pliegos”, estableciendo, al respecto, que "se excluyen especificamente de este 
contrato los actos que impliquen ejercicio de autoridad, así como la custodia de fondos públicos.” En sentido parecido, Ayuntamiento de Tres 
Cantos, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 1, señala que "es objeto de la contratación la prestación de los servicios de colabo- 
ración y asistencia técnica en el ejercicio de las funciones de inspección del Ayuntamiento de Tres Cantos y, en general, para la realización 
de los servicios complementarios al funcionamiento de los órganos de inspección. En términos generales, comprende la realización de trabajos 
de apoyo y asistencia a la gestión inspectora de los tributos y otros ingresos de derecho público que no impliquen ejercicio de autoridad ni 
custodia de fondos públicos.” El Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de cláusulas administrativas...”, cit., cláusula primera, señala, al respecto, 
”el objeto del presente contrato, de prestación de servicios, es la prestación de los servicios de asistencia técnica y colaboración en la gestión 
tributaria y recaudatoria de los ingresos de derecho público del Ayuntamiento de Oliva, en los términos y condiciones establecidos en el pre- 
sente pliego y en el de prescripciones técnicas. De acuerdo con éste, el contrato tendrá por objeto tan sólo las actuaciones de mero trámite, 
quedando así excluidas tanto las que impliquen ejercicio de autoridad como la producción de actos administrativos, que quedan reservadas 
expresamente a los Órganos y Funcionarios Municipales correspondientes.” 


(87) Asi, por ejemplo, el Ayuntamiento de La Pobla de Farnals, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 10, dispone que "la empresa adju- 


dicataria no realizará ninguna actuación que constituya legalmente acto administrativo por cuanto tales actos administrativos son compe- 
tencia exclusiva de los correspondientes órganos del Ayuntamiento, así como la resolución de cuantos recursos o reclamaciones deban acor- 
dar éstos, todo ello sin perjuicio de las actuaciones de asistencia, colaboración y preparación de informes y propuestas de resolución contra- 
tadas con la empresa adjudicataria.” 


(88) Por ello no comparto la conclusión a la que llega, por ejemplo, la STSJ de Madrid de 29 de abril de 2005, (rec. 746/2000), en el enjuiciamiento 


de la legalidad de la contratación con una empresa privada de la recaudación ejecutiva del Ayuntamiento de Leganés, pues, aunque en la 
propia sentencia se enumera un amplio elenco de tareas y funciones encomendadas a la empresa, entre las que basta mencionar, a los efectos 
que ahora nos interesan, "la búsqueda y seguimiento de bienes o derechos de los deudores que pudieran ser susceptibles de embargo, facili- 
tando la correspondiente información al Servicio Municipal de Recaudación”, el Tribunal considera ajustada a derecho tal contratación ampa- 
rándose en la existencia de una cláusula que declara que no constituyen objeto del contrato los actos que impliquen ejercicio de autoridad. 
Antes bien, al margen de esta declaración formularia, contenida, por otra parte, en todos los pliegos que rigen este tipo de contratación, resul- 
ta esencial para determinar la legalidad o no de la contratación examinar el contenido material del correspondiente pliego de condiciones 
administrativas particulares y de prescripciones técnicas a fin de deducir la verdadera naturaleza jurídica del contrato que se pretende y de 
delimitar, consecuentemente, su auténtico objeto. 

Como pone de manifiesto la STSJ de Murcia de 18 de marzo de 2004, (rec. 618/2001), un funcionario del Servicio de Recaudación del 
Ayuntamiento de Murcia declara, respecto a las funciones que realiza la empresa adjudicataria del contrato de colaboración y asistencia en 
la gestión recaudatoria, que "las notificaciones a los contribuyentes se hacía con firma escaneada, sin que le conste que esta última se utilizase 
en contra de su voluntad”. 
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sino que, además, puede determinar la inexistencia 
jurídica de tales actos administrativos por no ser 
válida la firma del órgano competente ™ , 

Veamos, pues, como teníamos proyectado, cuá- 
les son esas tareas encomendadas a las empresas 
contratistas en materia de inspección. 


4.2. La elaboración del plan de inspección 

Una de las primeras tareas que en materia de 
inspección suele encomendarse a la empresa con- 
tratista es la elaboración de un plan de inspección 
tributaria %”. Se suelen dar, a tal efecto, una serie 
de directrices a la empresa, a fin de que en dicho 
plan se recojan los criterios cualitativos y cuantita- 
tivos que permitan seleccionar los contribuyentes 
que van a ser objeto de inspección y se racionalice 
el ejercicio de la función inspectora. 

La planificación de las actuaciones inspectoras 
cumple dos funciones íntimamente relacionadas e 
informadas ambas por el principio de eficacia. La 
primera de ellas es la de concretar el margen de dis- 
crecionalidad administrativa en el ejercicio de la 
potestad de comprobación e investigación, median- 
te el establecimiento de una serie de criterios selec- 
tivos que permitan determinar los contribuyentes 
que van a ser objeto de inspección. La segunda, 
organizar las tareas inspectoras en función de los 
criterios selectivos adoptados y de los medios ope- 
rativos disponibles, racionalizando el ejercicio de 
las actuaciones de la Inspección, de manera que 
ésta sea eficaz y se logren los objetivos normativa- 


mente previstos en la aplicación de los tributos” . 

Sin embargo, los planes de inspección no van a 
tener su margen de operatividad exclusivamente ad 
intra de la Administración, sin mayor eficacia ad 
extra, esto es, en la esfera jurídica del contribuyen- 
te. Antes bien, en función de la conexión entre la 
planificación de las actuaciones inspectoras previs- 
ta en los artículos 18 y 19 del RGIT y el modo de 
inicio de tales actuaciones contemplado en el artí- 
culo 29.a) del RGIT, que prevé como forma normal 
de inicio de las actuaciones inspectoras la ejecución 
del plan de inspección del correspondiente funcio- 
nario o equipo de inspección, los planes de inspec- 
ción se incorporan en la fase inicial del procedi- 
miento de inspección, constituyendo un requisito o 
condición de procedibilidad de la actuación inspec- 
tora y permitiendo, asimismo, al contribuyente 
controlar que el inicio de las actuaciones inspecto- 
ras no es arbitrario ni incurre en desviación de 
poder, sino que obedece a la concreción de la dis- 
crecionalidad plasmada en el correspondiente plan 
de inspección ©”. 

Por lo tanto, los planes de inspección no sólo 
constituyen una norma interna de ordenación y 
racionalización de la actuación de la Inspección, 
sino que despliegan también una eficacia externa 
en la esfera jurídica del contribuyente, constituyen- 
do una garantía para el mismo de que la potestad 
inspectora no se desarrolla de forma arbitraria *”. Y 
ello se logra, como hemos señalado, porque los mis- 
mos se incorporan al propio procedimiento de ins- 


(91) En Ayuntamiento de Paterna, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 4.4.2), se establece que la empresa adjudicataria elaborará un 


plan de control tributario, señalando, al respecto, que "el Plan de control tributario, definirá el ámbito de las actividades de inspección que 
se van a desarrollar en un periodo temporal determinado, así como los objetivos que se quieren conseguir con el desarrollo de las actuaciones 
de inspección, siempre bajo la dirección del órgano responsable del Área de Hacienda y del Jefe de Sección de Rentas.” Continúa señalando 
el mencionado Pliego que "el Plan de control recogerá concretamente los siguientes puntos: Definición de los objetivos cualitativos. Criterios 
para la selección de los contribuyentes. Plazos de ejecución.” En Ayuntamiento de Santiago de Compostela, "Pliego de prescripciones técnicas 
para la contratación por procedimiento abierto y sistema de concurso de la asistencia técnica para el asesoramiento y colaboración en la ins- 
pección fiscal del impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana del Ayuntamiento de Santiago”, de 7 de sep- 
tiembre de 2005, (Expediente CON/198/2005), cláusula 2.2.2.1), se establece que la empresa realizará un Plan de control tributario, indicando 
que ”el Plan de control tributario, de carácter reservado, define el ámbito de las actividades de inspección que se van a desarrollar en un peri- 
odo temporal determinado, así como los objetivos que se quieren conseguir con el desarrollo de las actuaciones de inspección.”, En cuanto 
a los puntos que debe recoger el Plan de control tributario, continúa el citado Pliego señalando que definirá los objetivos cualitativos, que 
se centran en: "contribuir al incremento de la recaudación voluntaria de los padrones puestos al cobro, descubriendo deuda tributaria oculta. 
Minimizar el número de actas de disconformidad. Garantizar que se cumplan las obligaciones formales por parte de los contribuyentes. 
Transmitir la sensación de control y hacer realidad la distribución justa de las cargas tributarias.” En cuanto a los objetivos cuantitativos, se 
señala que "en el plan de control se hará una mención especifica al número de contribuyentes a inspeccionar, número de actas a tramitar e 
importe total de la deuda liquidada.” 


(92) Sobre las funciones que cumplen los distintos tipos de planes de inspección nos remitimos a lo que hemos explicado en GARCÍA MARTÍNEZ, 


A., La gestión de los tributos..., cit., pp. 237 y ss. 


(93) Sobre ello, cfr., GARCÍA MARTÍNEZ, A., La gestión de los tributos..., cit., pp. 253 y ss. 
(94) Como ha señalado la STS de 22 de enero de 1993, (RJ 1993/1114), los planes de inspección suponen "una garantía de los contribuyentes 


frente a posibles acciones discriminatorias”. 
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pección tributaria en virtud de lo señalado en el 
artículo 29.a) del RGIT. 

Basta observar el importante papel que los pla- 
nes de inspección despliegan en la selección de los 
contribuyentes a inspeccionar y en la organización 
misma de las tareas inspectoras, que necesariamen- 
te ha de tener en cuenta la capacidad operativa de 
la propia Inspección, para caer en la cuenta de que 
no puede ser misión de una empresa el realizar o 
elaborar el plan de inspección de un Ayuntamiento, 
aún bajo la dirección o supervisión de los órganos 
municipales, salvo que sea, precisamente, la empre- 
sa la que desarrolle o ejecute con su propia capaci- 
dad operativa el plan de inspección diseñado o, lo 
que es lo mismo, que el plan de inspección elabo- 
rado por la empresa se ajuste a las necesidades, pre- 
ferencias y capacidad operativa de la propia empre- 
sa. Se corre el riesgo, de esta forma, de convertir el 
plan de inspección en el programa de trabajo a rea- 
lizar por la empresa, con expresión del número de 
contribuyentes a inspeccionar, de las estrategias a 
seguir y de los resultados previsibles expresados en 
deuda tributaria descubierta, a obtener. 

Sin embargo, el plan de inspección cumple una 
genuina función jurídica en el seno del procedi- 
miento de inspección cual es la de concreción de la 
discrecionalidad administrativa en el ejercicio de la 
potestad de comprobación e investigación, lo que, 
en una cara de la moneda, se traduce en una actua- 
ción administrativa conforme con los principios 
constitucionales de igualdad, generalidad, propor- 
cionalidad, objetividad, eficacia, y, en la otra cara 
de la moneda, se convierte en una garantía para el 
contribuyente frente a inicios arbitrarios de la 
actuación inspectora o que manifiesten una desvia- 
ción de poder de los funcionarios encargados de su 
ejercicio. Por ello, la elaboración de un plan de ins- 
pección tiene que ser una actuación propia de la 
Administración, en concreto, de los correspondien- 
tes Servicios de Inspección, ya que en la misma se 
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manifiesta ejercicio de autoridad en el sentido que 
ya hemos visto más atrás. 

Evidentemente, para ello, la Administración 
puede solicitar la colaboración o asistencia de 
empresas privadas, pero la misma ha de concretarse 
en la realización de estudios o informes que pongan 
de manifiesto los contribuyentes o los sectores de 
actividad donde se revela un mayor riesgo de frau- 
de fiscal, el número de contribuyentes con unas 
determinadas características en cuanto a volumen 
de negocio existente en el término municipal, etc. 
Estudios todos ellos que han de constituir un ele- 
mento informativo más a la hora de diseñar el con- 
creto plan de inspección. 


4.3. Comprobación con base en la información 
que obra en poder del Ayuntamiento de los con- 
tribuyentes que están tributando incorrectamente 

Algunos pliegos de condiciones técnicas, con la 
denominación de preinstrucción del procedimiento 
inspector, atribuyen a la empresa contratista el ejer- 
cicio de una auténtica facultad de comprobación 
tributaria cuyo objeto estriba en determinar aque- 
llos contribuyentes en los que se observan claros 
indicios de defraudación tributaria a fin de que, en 
su caso, pueda iniciarse respecto a los mismos un 
procedimiento inspector. En el ejercicio de esta fun- 
ción de comprobación se va a analizar toda la 
información que se considere oportuna y que obre 
en poder del Ayuntamiento ©”. 

Una de las herramientas más eficaces para el 
control de la correcta aplicación de algunos de los 
más importantes tributos locales está constituida 
por la información que obra en poder del 
Ayuntamiento a raíz de los expedientes de conce- 
sión de licencias urbanísticas y de licencias de aper- 
tura. Es el caso, por poner sólo algún ejemplo, del 
ICIO, a efectos de determinar el coste efectivo de las 
obras, o del Impuesto sobre Actividades 
Económicas 2. Incluso, en este sentido, existen 


(95) Así, por ejemplo, en Ayuntamiento de Paterna, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 4.4.2.2), se establece en la tramitación del 
procedimiento de inspección atribuido a la empresa contratista una fase de preinstrucción, señalándose que "en esta fase se analizará la infor- 
mación que se considere oportuna y que posea el Ayuntamiento, a los efectos de poder determinar, en cada uno de los conceptos tributarios 
que vayan a ser inspeccionados, los obligados tributarios que pudieran estar tributando incorrectamente.” En parecidos términos, 
Ayuntamiento de Santiago de Compostela, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 2.2.2.2), se establece una fase de preinstrucción 


en la cual ”se analiza la situación tributaria de cada contribuyente.” 


(96) Como hemos explicado en GARCÍA MARTÍNEZ, A., "El IAE en la actividad de promoción inmobiliaria”, CEF. Revista de Contabilidad y 
Tributación. (Comentarios y casos prácticos), núm. 276, vol. 1, p. 159, los Ayuntamientos levantan en muchos casos actas con prueba pre- 
constituida en relación con la tributación de la actividad de promoción inmobiliaria en el IAE con base en la información que ya obra en 


poder del Ayuntamiento. 
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evidentes interconexiones entre dos o más tributos 
locales, de forma que la información proporcionada 
por la gestión de uno resulta especialmente valiosa 
para el control de la correcta tributación en el otro 
(97) . 

De ahí que el control de la aplicación de los tri- 
butos locales tenga un buen campo de actuación en 
el examen de la información obrante en poder del 
propio Ayuntamiento “Y , A tal efecto, la 
Administración dispone de las facultades de com- 
probación inherentes a los procedimientos de veri- 
ficación de datos y de comprobación limitada de los 
artículos 131 y 136 de la LGT, respectivamente. 
Pero también, de una facultad inquisitiva o de 
investigación más propia del procedimiento de ins- 
pección que, en muchos casos, lógicamente, va a 
dar lugar a la incoación de éste con la formaliza- 
ción de un acta con prueba preconstituida ®©” 

De ahi que, en algunos casos, la atribución de 
esta actividad de comprobación e investigación a 
la empresa contratista pueda resultar problemática 
desde el punto de vista de su adecuación a 
Derecho cuando el Servicio de Inspección se vea 
obligado a asumir como propio el resultado de la 
misma, limitándose, por tanto, a formalizar las 
correspondientes actas con prueba preconstituida. 
O, en su caso, tratándose de una comprobación 
limitada, cuando los órganos administrativos se 
vean compelidos a notificar al contribuyente la 
correspondiente propuesta de regularización con 


base en dicha información. Esto es, lo que no 
puede dejarse en manos de la empresa es la fase 
instructora de un procedimiento que implica ejer- 
cicio de facultades de comprobación e investiga- 
ción, porque tales facultades se ejerzan sobre unos 
expedientes o una información obrante ya en 
poder del Ayuntamiento. 

No obstante, como actividad auxiliar o de cola- 
boración con el Servicio de Inspección sí que se 
podría encargar a la empresa contratista la realiza- 
ción de un estudio o informe sobre la información 
con trascendencia tributaria para la aplicación de 
los tributos locales derivada de la tramitación de 
todo tipo de expedientes por parte de la 
Administración municipal, proponiendo sistemas de 
coordinación que permitan el aprovechamiento 
óptimo de dicha información por parte de la 
Administración tributaria municipal. Esta tarea, de 
vital importancia para la gestión e inspección del 
sistema tributario local, es externa al propio proce- 
dimiento de aplicación de los tributos, aunque 
pueda contribuir al mejor desarrollo del mismo. No 
implicaría, desde esa perspectiva, ejercicio de auto- 
ridad y, lógicamente, quedaría en manos de los fun- 
cionarios integrantes del Servicio de Inspección el 
análisis concreto de esa información respecto a un 
determinado contribuyente de cara a la incoación 
de un procedimiento de inspección o a su utiliza- 
ción para el levantamiento de un acta con prueba 
preconstituida “% . 


(97) Así, por ejemplo, la STSJ de Andalucía de 17 de marzo de 2003, (rec. 4117/1997), pone de manifiesto cómo resulta valiosa la información 
derivada de las declaraciones del IMIVTNU respecto a la transmisión de terrenos, para el control de la tributación en el IAE por la cuota varia- 


ble de la actividad de promoción inmobiliaria. 


(98) Como pone de manifiesto GALIANO IBARRA, J. A., Modernización administrativa..., cit., p. 28, en el Ayuntamiento de Elche la inspección 


tributaria "tiene un componente básicamente de disponibilidad y análisis de bases de datos”, de forma que el ámbito de actuación de la 
Unidad de Gestión de Inspección y Sanciones, que cuenta con 4 Inspectores de Tributos, se centra en la "investigación de hechos imponibles, 
normalmente mediante la comparación de datos obrantes en la administración y posterior práctica de las regularizaciones que procedan.” 


(99) Ilustrativa de ello resulta la STSJ de Andalucía de 17 de marzo de 2003, (rec. 4117/1997), en la que el Tribunal considera ajustado a Derecho 


el procedimiento inspector seguido por el Ayuntamiento con la extensión de un acta con prueba preconstituida del hecho imponible del IAE- 
promoción inmobiliaria, con base en la información obrante en poder del Ayuntamiento, señalando el Tribunal que "este modo de actuar en 
la instrucción de un procedimiento con la prueba preconstituida de la realización del hecho imponible, no impide que el órgano inspector se 
dirija al obligado tributario requiriéndole la documentación que fuera precisa para la culminación de dicho procedimiento de liquidación tri- 
butaria, porque la constancia de que el hecho imponible se ha realizado no es óbice para que el actuario se dirija al contribuyente requirién- 
dole los datos que fueren precisos para la formalización del acto de liquidación tributaria, documentos que no venía sino a corroborar las 
transmisiones de edificaciones efectuadas por la actora en el período enero 1992 a diciembre 1995 que, como ya se ha indicado conocía de 
su realización el Ayuntamiento demandado a través de las declaraciones correspondientes al Impuesto sobre el Incremento del Valor de los 
Terrenos, de modo que bajo esta perspectiva, ningún vicio cabe apreciar en la instrucción del procedimiento inspector”. 


(100) La STSJ de Madrid de 23 de abril de 2004, (rec. 57/2001), muestra un ejemplo en el que la Inspección Tributaria del Ayuntamiento de Coslada 
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incoa un procedimiento de inspección por el IAE, dictando un acta con prueba preconstituida en base a la información relativa a los metros 
cuadrados del local en el que se ejerce la actividad declarados por el contribuyente en la solicitud de licencia de apertura, -que diferían de 
los declarados a efectos del IAE-, y de un informe en el que se analizaban tales datos, emitido por la empresa Infaplic S.A. Frente a la ale- 
gación de nulidad de las actuaciones inspectoras al haber sido dictadas por órgano manifiestamente incompetente, formulada por el contri- 
buyente, considera el Tribunal que "la Administración Municipal demandada inició la actuación inspectora en base a datos proporcionados 
por el propio demandante, con motivo de la solicitud de la licencia de apertura de establecimiento antes expresada, aunque dichos datos fue- 
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Esta tarea atribuida a la empresa contratista 
plantea también otro tipo de problemas desde la 
perspectiva de la protección de los derechos y 
garantías del contribuyente. Es el relativo a la pro- 
tección de los datos personales del contribuyente, y 
a la posible vulneración de su derecho a la intimi- 
dad personal y familiar. Con la atribución de esas 
facultades a la empresa se está poniendo a disposi- 
ción de la misma una amplia información derivada 
de expedientes tributarios o de otro tipo de expe- 
dientes administrativos, susceptible de vulnerar 
tales derechos constitucionales del ciudadano con- 
tribuyente. Sobre ello volveremos, con carácter 
general, más adelante. 


4.4. Distintas actuaciones en la tramitación 
del procedimiento inspector 

En el marco del procedimiento de inspección 
que se decida seguir respecto a un determinado 
contribuyente se atribuyen a la empresa contratista 
un conjunto de tareas o actuaciones de distinta 
naturaleza, algunas de las cuales constituyen una 
mera actuación material o técnica cuyo resultado se 
incorpora al procedimiento o bien es originada por 
el desarrollo del mismo, mientras que otras reflejan 
claramente el ejercicio de la facultad de comproba- 
ción e investigación que es propia de la Inspección 
tributaria y que implica ejercicio de autoridad. 
Sorprende, al respecto, la introducción de cláusulas 
generales o residuales por las que se atribuyen a la 
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empresa todas las actuaciones necesarias para la 
tramitación del procedimiento que no se hayan 
especificado de forma expresa y, más, cuando en 
materia de inspección tributaria los pliegos de con- 
diciones técnicas no suelen ser muy prolijos a la 
hora de enumerar las tareas y actuaciones que van 
a corresponder a la empresa “” , 

Algunos pliegos de condiciones técnicas con- 
templan una atribución a la empresa contratista de 
tareas y actuaciones en el procedimiento de inspec- 
ción que no deja lugar a dudas del objetivo perse- 
guido, de privatizar o externalizar el ejercicio de la 
inspección tributaria, reservándose el personal fun- 
cionario del Ayuntamiento únicamente la adopción 
o formalización de los actos administrativos y 
aquellas actuaciones que evidencien un claro ejer- 
cicio de autoridad “”. 

En otras ocasiones este objetivo se disimula un 
poco, con la alusión a términos como el asesora- 
miento, la colaboración o la preparación de todo un 
conjunto de actuaciones incardinadas en el proce- 
dimiento de inspección que, no obstante, poco mar- 
gen dejan a la duda de que la función de inspección 
tributaria está siendo desarrollada materialmente 
por la empresa, con la salvedad formal de que los 
actos administrativos son suscritos por el personal 
funcionario del Ayuntamiento y de que, quizá para 
determinadas actuaciones, se pueda contar con la 
presencia o autorización de dicho personal funcio- 
nario '”, 


ran analizados por la empresa INFAPLIC S.A. y en su informe pusiera de manifiesto a la Administración las irregularidades advertidas en la 
superficie destinada a la actividad antes referida. Datos estos que son posteriormente contrastados por la Inspección tributaria, levantando la 
correspondiente acta de prueba preconstituida impugnada.” Para el Tribunal, "el hecho de que la ordenación, sistematización y análisis de 
los datos contenidos en la citada documentación facilitada por el propio interesado a la Administración municipal demandada se encomen- 
dara a la sociedad INFAPLIC S. A., que auxilió a la citada corporación en el tratamiento de tales datos tributarios, no priva de validez a las 
actuaciones inspectoras que sucedieron al informe emitido por esta empresa, resultantes de la constatación por la Inspección Tributaria de 
las irregularidades puestas de manifiesto en aquel informe en relación con la superficie sobre la que se desarrollaba la actividad económica 
sujeta a tributación por el sujeto pasivo, a efectos del Impuesto sobre Actividades Económicas, epígrafe 654.1, tal y como refleja con claridad 
el acta con prueba preconstituida levantada. En efecto, dicha acta en algunos aspectos difiere de las conclusiones a que se llegó por la empresa 
referida en el informe expresado. Circunstancia ésta que corrobora la relevancia de la intervención de la Inspección Tributaria Municipal en 
el procedimiento de regularización tributaria examinado.” 


(101) Así, por ejemplo, cuando en Ayuntamiento de Paterna, "Pliego de prescripciones...”, cit., cláusula 4.4.2), se señala que la tramitación del pro- 


cedimiento inspector asignada a la empresa "comprende la realización in situ de todas las fases del procedimiento inspector y sancionador”, 
y, respecto al procedimiento inspector, tras enumerar una serie de actuaciones, se señala que ”en definitiva, consistirá en realizar todas aque- 
llas actuaciones y documentos necesarios para tramitar los expedientes de inspección tributaria.” 


(102) Así, por ejemplo, el Ayuntamiento de Castro-Urdiales, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 3.2), señala que "la empresa adju- 


dicataria formará los expedientes de inspección, los registrará con todos sus antecedentes y los instruirá, y formulará al Ayuntamiento pro- 
puestas de actuaciones para que el órgano competente dicte los actos administrativos necesarios y sucesivos hasta su finalización.” 


(103) Por ejemplo, el Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 2.5), hace referencia para referirse a las funciones 


relacionadas con la inspección de impuestos locales como el IAE o el ICIO atribuidas a la empresa contratista a "actividades preparatorias”, 
relativas, por ejemplo, a "la investigación de los hechos imponibles no declarados por los sujetos pasivos.” El Ayuntamiento de La Pobla de 
Farnals, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 4.6), señala que "la empresa adjudicataria asistirá y colaborará con los órganos 
competentes del Ayuntamiento para la actuación de: a) investigación y comprobación de los hechos imponibles para el descubrimiento de 
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Lo que resulta ineludible es que en la tramita- 
ción del procedimiento de inspección la empresa va 
a desarrollar determinadas actuaciones que impli- 
can un ejercicio material de las facultades propias 
de la Inspección, tales como la comprobación de las 
actividades previamente declaradas por los sujetos 
pasivos, la investigación de los hechos imponibles 
no declarados por los sujetos pasivos o la documen- 
tación mediante diligencias de las actuaciones de 
comprobación e investigación realizadas por los 
actuarios 0%, 


4.5. La preparación de las actas de inspección 
y de las propuestas de liquidación tributaria 

Resulta indicativo del grado de privatización de 
la función inspectora que se asigne a la empresa 
contratista la preparación material de los actos 
administrativos que documentan el resultado de las 
actuaciones de comprobación e investigación y en 
los que se concreta la regularización tributaria pro- 
cedente con la exigencia de la correspondiente 
deuda al contribuyente. En efecto, la preparación o 
formulación de las actas de inspección, en general, 
y, en caso de actas de disconformidad, del precep- 
tivo informe ampliatorio del acta se atribuye en 
muchos casos a la empresa contratista "”., 
Asimismo, también se le atribuye la elaboración de 
la propuesta de liquidación que proceda como 
resultado del procedimiento inspector”, 


Aunque formalmente las actas de inspección y 
los correspondientes actos de liquidación emanen 
del funcionario competente o, tratándose de la 
Hacienda municipal, del Alcalde o Concejal delega- 
do, materialmente han sido formulados o prepara- 
dos por la empresa contratista. Esta actividad cae 
dentro de lo que es el tráfico o giro propio de la 
Administración y se incardinaría de lleno en el pro- 
cedimiento de inspección y de liquidación tributa- 
ria. Es más, el acta de inspección se convierte en el 
acto central del procedimiento de inspección tribu- 
taria, documentando el resultado de las actuaciones 
de comprobación e investigación desarrolladas, esto 
es, fijando los hechos, realizando calificaciones 
jurídicas sobre los mismos y, finalmente, en su caso, 
proponiendo la regularización tributaria que se 
estime procedente. El acto de liquidación que se 
dicte hundirá sus raices, lógicamente, en el conte- 
nido del acta de inspección. 

El tipo de actividad desplegada para la elabora- 
ción material del acta de inspección y de la consi- 
guiente propuesta de liquidación no puede reputar- 
se como una mera actividad técnica o auxiliar res- 
pecto a la formalización del correspondiente acto 
administrativo. Implica un complejo proceso inte- 
lectivo que comprende la sintesis del resultado de la 
actividad de comprobación e investigación, la apre- 
ciación o valoración de los hechos relevantes, la 
interpretación y calificación jurídica de los mismos, 


los que sean ignorados por esta Administración y su consiguiente atribución al obligado tributario. (...), c) propuesta de liquidaciones resul- 
tantes de actuaciones de comprobación e investigación.” El Ayuntamiento de Tres Cantos, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 
4.2.1), establece que corresponde a la empresa adjudicataria "colaborar en las actuaciones comprobatorias que al efecto realicen los servicios 
de la inspección municipal para la verificación de la situación tributaria de los distintos sujetos pasivos y demás obligados tributarios, con 
el fin de verificar el exacto cumplimiento de sus obligaciones y deberes para con la Hacienda Municipal, procediendo a asesorar en la regu- 
larización que proceda. Asimismo, la realización de actuaciones de alcance general y finalización de las mismas con la regularización de la 
situación tributaria del sujeto pasivo en la correspondiente acta de la inspección tributaria que proceda, conforme al Reglamento General de 
Inspección Tributaria y a la Ley General Tributaria.” El Ayuntamiento de Paterna, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 4.4.1) 
atribuye a la empresa, entre otras, la función de asesoramiento a la Inspección, señalándose, al respecto, que debe proceder al "asesoramiento 
continuo en contacto permanente, tanto vía telefónica, correo electrónico como presencialmente, en las oficinas habilitadas al efecto y en el 
lugar que legalmente proceda, dependiendo de las actuaciones inspectoras, para resolver en el acto cuestiones teóricas y prácticas que se sus- 
citen en el estudio y tramitación de los expedientes de inspección.” Continúa especificando que "en concreto, se incide en diseñar, analizar 
y evaluar las actividades inspectoras, así como atender las dudas referentes a la redacción, contenido, y efectos de todos los documentos ema- 
nados de los procedimientos inspector y sancionador.” 


(104) En este sentido, el Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 2.5), hace referencia a las actividades prepa- 


ratorias a desarrollar por la empresa relativas a, entre otras, la investigación de los hechos imponibles no declarados por los sujetos pasivos 
o la documentación mediante diligencias de las actuaciones de comprobación e investigación realizadas por los actuarios. 


(105) Así, por ejemplo, el Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 2.5), atribuye a la empresa las actividades 


preparatorias en relación con, entre otras actuaciones, "la formalización de las actas de conformidad y de disconformidad en relación con las 
actuaciones de comprobación e investigación” y ”la elaboración de informes preceptivos en las actas de disconformidad.” El Ayuntamiento 
de Paterna, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 4.4.2.3), atribuye a la empresa contratista la "elaboración de propuestas de acta”. 


(106) Por ejemplo, el Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 2.5), establece que la empresa llevará a cabo las 
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actividades preparatorias para "la confección de las liquidaciones fruto de las actuaciones de comprobación e investigación.” En este sentido, 
el Ayuntamiento de Torrejón de Ardoz, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., pág. 8, atribuye a la empresa contratista en materia de ins- 
pección, "proponer la emisión de las correspondientes liquidaciones en función de los criterios marcados en el plan.” 
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la aplicación e interpretación del Ordenamiento 
juridico-tributario, etc. Y todo ello con una notable 
repercusión o injerencia en la esfera jurídica del 
contribuyente. 

Calificar esa actividad como una mera actua- 
ción preparatoria del acto administrativo a fin de 
legitimar su realización por la empresa privada 
puede hacer ilusoria la reserva a personal funciona- 
rio o a los órganos representativos del ayuntamien- 
to de la emisión de determinados actos administra- 
tivos, derivada del artículo 92.2 de la LRBRL. Y ello 
porque, dada la entidad del acta de inspección y de 
la propuesta de regularización, si su preparación 
material corre a cargo de la empresa es señal de que 
ésta se encuentra en disposición de efectuar el pro- 
ceso intelectivo al que hemos hecho referencia más 
atrás, lo que implica que el desarrollo material de la 
comprobación e investigación se ha llevado a cabo 
también por la empresa. Con lo cual, lo que, en rea- 
lidad, queda reservado al funcionario u órgano de 
gobierno del Ayuntamiento va a ser la emisión for- 
mal del acto administrativo, sin mayores facultades 
de control de la adecuación al Ordenamiento juridi- 
co de la actividad desplegada por la empresa con- 
tratista ” . 


4.6. Propuestas de resolución de recursos y 
reclamaciones 

A la empresa contratista se suele atribuir tam- 
bién la elaboración de propuestas de resolución de 
los recursos y reclamaciones que presenten los con- 
tribuyentes contra los actos administrativos deriva- 
dos del procedimiento inspector y sancionador “%. 

Evidentemente, la elaboración de una propuesta 
de resolución implica desde un punto de vista 
material ejercicio de la función administrativa de 
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revisión, por lo que si el funcionario u órgano de 
gobierno del ayuntamiento competente para resol- 
ver se limita simplemente a formalizar el acto 
administrativo de resolución del recurso o reclama- 
ción conforme a la propuesta formulada por la 
empresa, se está convirtiendo en papel mojado la 
reserva a personal funcionario o, en su caso, a los 
órganos representativos del ayuntamiento, del dic- 
tado de los actos que impliquen ejercicio de autori- 
dad. En el plano material la capacidad de decisión 
se habrá trasladado del ámbito de la Administración 
al ámbito de la empresa contratista. 

No obstante, cabe señalar que la colaboración 
de las empresas privadas puede admitirse en mate- 
ria de revisión de los actos de aplicación de los tri- 
butos sin dificultad cuando lo que se solicite de las 
mismas no sea una propuesta de resolución en sen- 
tido estricto, sino, más bien, un informe jurídico 
sobre el problema planteado en el recurso o recla- 
mación que el órgano competente para su resolu- 
ción deberá, lógicamente, estudiar y valorar junto 
con otros elementos a la hora de emitir el corres- 
pondiente acto administrativo. Algunos ayunta- 
mientos hacen referencia más que a la elaboración 
de la propuesta de resolución a la emisión de un 
informe sobre las quejas o recursos planteados por 
los contribuyentes, lo que sí puede tener encaje en 
el Ordenamiento jurídico “”, 


4.7. Colaboración en la instrucción y resolu- 
ción del procedimiento sancionador 

Ligado a las actuaciones del procedimiento ins- 
pector se suelen atribuir también a la empresa con- 
tratista las tareas materiales propias a la instrucción 
y resolución del correspondiente procedimiento 
sancionador "™ , 


(107) Como señala BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., p. 141, "la reserva de personal funcionario puede resultar ilusoria si la 
actuación del funcionario (o, en su caso, del órgano de gobierno) competente se limita a una mera formalización de lo actuado por la sociedad 


(u otro ente de Derecho privado) pretendidamente colaboradora.” 


(108) Paradigmático, en este sentido, resulta el Ayuntamiento de Paterna, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 4.4.2.5), al atribuir 
a la empresa contratista el "estudio de las alegaciones y recursos que se presenten como consecuencia de los procedimientos de inspección 
y sanción, para elaborar las oportunas propuestas de resolución.” O el Ayuntamiento de Oliva, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláu- 
sula 2.5), cuando atribuye a la empresa contratista la actividad preparatoria relativa a "la resolución de recursos fruto de reclamaciones contra 


actos de comprobación e investigación tributaria.” 


(109) Así, el Ayuntamiento de Torrent, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula Il, atribuye a la empresa contratista la "elaboración de 
informes en relación con las quejas y recursos presentados por los contribuyentes.” 

(110) Como se señala en Ayuntamiento de Paterna, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., 4.4.2.4), la tramitación del procedimiento sancionador 
que se atribuye a la empresa contratista comprende ”el inicio del procedimiento autorizado por el inspector-jefe. Comunicación de inicio al 
obligado tributario. Propuesta de sanción (procedimiento abreviado) si constan en el expediente todos los elementos de prueba, con la cuan- 
tificación de la sanción. Conformidad del obligado tributario. De ser el caso, renuncia a presentar alegaciones a la propuesta de sanción. 
Resolución expresa, dictada por el inspector-jefe, en el supuesto de presentar alegaciones. Realización de todos los documentos y actuaciones 


necesarios para la tramitación de los expedientes sancionadores.” 
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Cuanto hemos dicho en relación con la tramita- 
ción y la preparación de los actos del procedimiento 
inspector se puede reproducir, con mayor razón si 
cabe, en relación con el procedimiento sancionador. 
Además, como hemos señalado anteriormente, la 
atribución a la empresa de un margen de decisión 
sobre la incoación, tramitación y propuesta de reso- 
lución del procedimiento sancionador derivado de 
las actuaciones de comprobación e investigación 
puede convertirse en un arma de doble filo al ser- 
vicio de los intereses particulares de la empresa, 
esto es, puede ser utilizado bien para lograr el 
aquietamiento del contribuyente con la liquidación 
practicada en el procedimiento inspector -no pro- 
poniendo sanción-, bien para lograr en algunos 
casos la máxima recaudación posible por el juego 
de la graduación de la correspondiente sanción. 


4.8. Colaboración en el mantenimiento y 
actualización de los padrones tributarios 

Una de las actuaciones características de la apli- 
cación de algunos tributos locales es la de mante- 
nimiento y actualización de los correspondientes 
censos o padrones fiscales, de fundamental impor- 
tancia en el caso del IBI. Esta actividad puede y 
debe ser desarrollada también por la Inspección tri- 
butaria. Pues bien, suele ser bastante habitual que 
se atribuya a la empresa contratista la realización 
de esta importante actividad de actualización de los 
padrones fiscales de los impuestos locales, desarro- 
llando labores de campo para la detección de las 
omisiones o incorrecciones declaradas por los con- 
tribuyentes'"”, 

Esta actividad, en principio, sí podría calificarse 
como una actividad técnica de carácter auxiliar 
para el trabajo de la Inspección tributaria munici- 
pal. Sin embargo, no puede pasarse por alto la 
enorme trascendencia jurídica de la misma, puesto 
que va a afectar a la configuración del correspon- 
diente padrón fiscal, que constituye el elemento 
central para la elaboración del censo de contribu- 
yentes de un determinado impuesto, para la deter- 
minación de las características fisicas y jurídicas de 


los bienes inmuebles objeto de gravamen, para la 
calificación de las actividades económicas, etc. Por 
ello el resultado de la actividad atribuida a la 
empresa privada en este terreno no puede trasladar- 
se sin más a los correspondientes padrones, sino 
que, antes bien, tiene que tener el valor de un estu- 
dio o informe basado en la realización de un traba- 
jo de campo, que tiene que ser analizado, contras- 
tado y evaluado por los propios servicios adminis- 
trativos antes de volcarse en el correspondiente 
padrón fiscal. Ello implica, lógicamente, llevar un 
estricto control sobre el procedimiento seguido por 
la empresa para la obtención de toda esa informa- 
ción, esto es, sobre el trabajo de campo realizado, y 
una labor posterior de análisis y contraste o verifi- 
cación de los resultados obtenidos para determinar 
su fiabilidad, así como, finalmente, la decisión 
administrativa de trasladar los correspondientes 
datos al padrón fiscal. 

Si la actuación de la empresa no se reduce a la 
elaboración de ese estudio o informe derivado del 
trabajo de campo realizado, sino que va más allá, 
implicando el traslado de los datos suministrados 
por la misma, sin el previo tamiz administrativo en 
el sentido apuntado, a los padrones fiscales, está 
claro que la empresa está desarrollado una actua- 
ción típicamente administrativa que implica ejerci- 
cio de autoridad. 


4.9. La realización de típicas tareas materiales 
o técnicas que no implican ejercicio de autoridad 

Los ayuntamientos suelen contratar también la 
realización de un conjunto de tareas o actuaciones 
que sí entran claramente en esa calificación de tare- 
as materiales o técnicas, que sirven de apoyo a la 
labor inspectora y que, sin duda alguna, no consti- 
tuyen ejercicio de autoridad. No plantean, por 
tanto, problema para su atribución a una empresa 
privada cuando se estime que ésta es la opción más 
eficaz. 

Se trata, fundamentalmente, de tareas tales 
como la elaboración, instalación y puesta en fun- 
cionamiento de un programa informático que per- 


(111) Asi, por ejemplo, el Ayuntamiento de Tres Cantos, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 4.2.3), atribuye a la empresa la "actua- 
lización, mantenimiento y depuración de los diversos padrones para la exacción de ingresos que mantiene el Ayuntamiento de sus figuras 
impositivas, mediante la formación de equipos que realizarán actuaciones de trabajo de campo, elaborando la ficha de datos de las oculta- 


ciones y defraudaciones localizadas.” 
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mita a la Inspección un tratamiento y seguimiento 
eficaz de las distintas actuaciones del procedimien- 
to de aplicación de los tributos. Ligado con ello, se 
puede contratar también la instalación de la aplica- 
ción informática necesaria para la puesta en fun- 
cionamiento de la realización de trámites on line 
por parte de los contribuyentes a través de la pági- 
na web institucional del Ayuntamiento. En definiti- 
va, tareas que suponen la adaptación de la 
Administración tributaria municipal a las nuevas 
tecnologías ?. 

Asimismo, cabe destacar otras tareas como la 
confección material de los documentos que dan 
soporte a las actuaciones inspectoras, tales como 
diligencias y actas de inspección, o la elaboración 
de estadísticas sobre los resultados de la actuación 
inspectora “?. 


4.10. Conclusión general: la contratación con 
las empresas privadas vulnera el Ordenamiento 
jurídico 

La conclusión general que puede extraerse tras el 
análisis de las tareas y actuaciones que en el proce- 
dimiento de inspección se atribuyen a las empresas 
contratistas concuerda con la que ya habíamos dedu- 
cido al examinar la forma de retribución de las mis- 
mas, de organización del servicio encomendado y la 
asunción del riesgo y ventura de tal actividad: se está 
contratando la prestación material del servicio de 
inspección tributaria en su integridad con empresas 
privadas “®. A los funcionarios u órganos represen- 
tativos del Ayuntamiento competentes en esta mate- 
ria queda reservada la emisión formal de los actos 
administrativos, básicamente, actas de inspección, 
liquidaciones tributarias y actos de imposición de 
sanciones tributarias. Las facultades de control en 
manos del Ayuntamiento sobre la actuación de la 
empresa en el desarrollo de las funciones atribuidas 
son mínimas y se centran, sobre todo, en el control 
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del producto o resultado recaudatorio derivado de tal 
actuación, esto es, en la rendición de cuentas por 
parte de la empresa contratista. 

Desde el punto de vista de lo que constituye el 
desarrollo del procedimiento inspector, el control o 
la dirección por parte de la Inspección municipal 
suele ser inexistente o muy escaso, diseñando, por 
tanto, la empresa su propia política de inspección 
que, lógicamente, va a estar inspirada por el logro 
de los mejores resultados posibles en términos de 
recaudación recuperada y cobrada. 

A pesar del ropaje utilizado para vestir formal- 
mente esta contratación, que apela a los contratos 
de colaboración y asistencia o de servicios, y de la 
propia terminología que, en ocasiones, se esparce 
por los respectivos pliegos de condiciones particu- 
lares y técnicas, con llamadas constantes a la 
colaboración, el apoyo, la preparación, el asesora- 
miento, etc., la realidad que se esconde tras los 
mismos es la de una gestión indirecta del servicio 
de inspección tributaria, contraria, por lo tanto, a 
lo dispuesto en el artículo 85.3 de la LRBRL, o, en 
el mejor de los casos, la atribución a las empresas 
privadas del ejercicio material de funciones públi- 
cas que implican ejercicio de autoridad, destaca- 
damente, de funciones de comprobación e investi- 
gación y de propuesta de actas de inspección, 
liquidaciones tributarias y sanciones, que atentan 
claramente contra la reserva a personal funciona- 
rio del ejercicio de tales funciones contenida en el 
artículo 92.2 de la LRBRL y contra el propio artí- 
culo 103.1 de la Constitución cuando ordena a la 
Administración servir con objetividad a los intere- 
ses generales ">, 


5. LA CONTRATACIÓN DE LA INSPECCIÓN CON 
EMPRESAS PRIVADAS Y LA PROTECCIÓN DE LOS 
DATOS DE CARÁCTER PERSONAL DEL CONTRIBU- 
YENTE 


(112) Así, por ejemplo, el Patronato Provincial de Recaudación de la Diputación de Málaga ha aprobado un ”Pliego de cláusulas administrativas 
particulares y técnicas”, (Expediente núm. 14/2006), cuyo objeto es el "desarrollo de un sistema de información para la gestión del procedi- 
miento inspector y sancionador de los tributos de las Haciendas Locales para el uso exclusivo del Patronato de Recaudación Provincial de la 


Diputación de Málaga.” 


(113) Por ejemplo, el Ayuntamiento de La Pobla de Farnals, "Pliego de condiciones técnicas...”, cit., cláusula 4.7.d), atribuye a la empresa el "diseño 
de los impresos y documentos de utilización masiva en la gestión para la liquidación, inspección y recaudación.” 

(114) Como observa sobre la inspección tributaria en el Ayuntamiento de Elche GALIANO IBARRA, J. A., Modernización administrativa..., cit., p. 
29, se ha producido una "disminución del campo de actuación ante la externalización de la inspección del Impuesto sobre Actividades 


Económicas y la exención parcial de contribuyentes.” 
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La atribución a la empresa contratista de las 
tareas que hemos analizado en materia de inspec- 
ción tributaria lleva aparejada una consecuencia 
adicional susceptible de afectar a los derechos del 
contribuyente. Se trata del acceso de la empresa 
a la información referida a los contribuyentes 
que obre en poder del Ayuntamiento. Esta infor- 
mación, lógicamente, contiene datos de carácter 
personal. Además de la información que la 
empresa va a adquirir por sus propios medios en 
el desarrollo de las tareas encomendadas, los 
ayuntamientos se comprometen a facilitar a la 
empresa contratista toda la información con tras- 
cendencia tributaria que obre en su poder, a fin 
de posibilitar una mejor prestación del servicio “® 
. Es más, en muchas ocasiones la información 
con trascendencia tributaria obrante en poder del 
Ayuntamiento es trasladada a la empresa adjudi- 
cataria y puesta bajo su custodia '”? . En otras 
ocasiones, se establece la conexión y el perma- 
nente acceso informático de la empresa a las 
bases de datos fiscales que posea el 
Ayuntamiento '"”. No obstante, la titularidad de 


dicha información continuará correspondiendo al 
Ayuntamiento “?, 

Se plantea, por una parte, el problema de si el 
encargo de tales tareas a la empresa y el acceso a 
la información obrante en poder del 
Ayuntamiento puede suponer una vulneración del 
derecho a la intimidad personal y familiar de los 
contribuyentes y, por otra parte, si la utilización 
de dicha información por parte de la empresa se 
va a adecuar a los fines propios para los que fue 
suministrada o recabada” . 

El artículo 95 de la LGT consagra el carácter 
reservado de los datos con trascendencia tributaria 
o secreto fiscal, estableciendo que los datos, infor- 
mes o antecedentes obtenidos por la 
Administración tributaria en el desempeño de sus 
funciones tienen carácter reservado y sólo podrán 
ser utilizados para la efectiva aplicación de los tri- 
butos o recursos cuya gestión tenga encomendada 
y para la imposición de las sanciones que proce- 
dan, sin que puedan ser cedidos o comunicados a 
terceros, salvo que la cesión tenga por objeto 
alguno de los supuestos expresa y taxativamente 


(115) Como destaca la STSJ de Castilla-La Mancha de 14 de febrero de 2006, (rec. 554/2002), "en esta materia la prestación de los servicios de 
colaboración y asistencia técnica ha de ser singular, taxativa y excepcional; sin que pueda implicar supuestos expansivos desde el punto de 
vista de su contenido, que por su propio alcance han de incidir en el ámbito propio del servicio público que supone el ejercicio de autoridad; 
dado el carácter, por lo general, de la función y de su procedimentalización en actuaciones y actos jurídicos, que consecuentemente implican 
ejercicio de autoridad.” En el mismo sentido, STSJ de Castilla-La Mancha de 16 de febrero de 2006, (rec. 553/2002), y STSJ de Castilla-La 


Mancha de 3 de abril de 2006, (rec. 804/2002). 


(116) Como establece, por ejemplo, el Ayuntamiento de La Pobla de Farnals, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 5, "para la adecuada 
ejecución del objeto del presente contrato, y con independencia de la que pueda obtener la empresa adjudicataria por sus propios medios, el 
Ayuntamiento facilitará toda la información y antecedentes que obren en su poder.” 

(117) Asi, establece el Ayuntamiento de La Pobla de Farnals, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 5, que "el documental relativo a 
listados, censos, padrones, matrículas, así como la información referida a cada contribuyente en particular, certificados, informes, manda- 
mientos y cuantos documentos integren los expedientes individuales o colectivos abiertos, quedarán bajo la responsable custodia de la empre- 
sa adjudicataria para uso exclusivo en las tareas propias de lo que es objeto del contrato y estarán permanentemente a disposición del 


Ayuntamiento.” 


(118) Como señala, por ejemplo, el Ayuntamiento de Rivas Vaciamadrid, "Pliego de condiciones técnicas que ha de regir el concurso para la con- 
tratación de los servicios de soporte a la inspección tributaria y detección de omisiones catastrales en el ámbito inmobiliario del Ayuntamiento 
de Rivas Vaciamadrid”, cláusula 7, "en todo caso el Ayuntamiento facilitará las conexiones telemáticas y accesos seguros al sistema de infor- 
mación para que el adjudicatario pueda realizar todas aquellas tareas que sean posibles desde sus oficinas y en conexión remota al 


Ayuntamiento.” 


(119) Como establece el Ayuntamiento de La Pobla de Farnals, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 5, "toda esta información, esté 
contenida en soporte físico o informático, incluso la obtenida por la propia empresa adjudicataria en la realización de sus servicios, será ínte- 
gramente propiedad del Ayuntamiento y, en consecuencia, la empresa adjudicataria contrae expresamente la obligación absoluta de reserva, 
no pudiendo facilitar dicha información a otras Administraciones, Instituciones o particulares sin la previa y escrita autorización del 


Ayuntamiento.” 


(120) Se muestra muy crítico con el acceso a la información con trascendencia tributaria que se habilita a las empresas contratistas RUEDA RUÍZ, 
S., "Las Diputaciones y la gestión tributaria...”, cit., p. 2, cuando considera que "el hecho es más grave cuando detrás de esas empresas, hay 
entidades financieras, algunas de las cuales ofrecen directa o indirectamente <<servicios recaudatorios>> a los Ayuntamientos: ¿quién garan- 
tiza la confidencialidad de los datos?, ¿es normal que tengan acceso total al registro de propiedades de inmuebles, de vehículos, de actividades 
económicas, etc.?, ¿no utilizarán la información de morosidad con los Ayuntamientos como referencia para sus relaciones con sus clientes?, 
¿embargarán, vía funcionario municipal por supuesto, las cuentas de sus propios clientes?. Son preguntas que plantean importantes dudas.” 
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contemplados en ese precepto, entre los que, lógi- 
camente, no se incluye la cesión a empresas priva- 
das que colaboren con la Administración en la ges- 
tión tributaria. 

Esta protección otorgada a los datos con tras- 
cendencia tributaria se complementa en el artículo 
95.3 de la LGT estableciendo que la 
Administración tributaria adoptará las medidas 
necesarias para garantizar la confidencialidad de 
la información tributaria y su uso adecuado. 

Como destaca el profesor BARQUERO, esta 
institución del secreto fiscal tiene su centro de 
gravedad en el control del uso que de tales datos 
pueda hacer la Administración “?”. Por ello, lo 
importante en cuanto al acceso a tales datos estri- 
ba en el para qué del mismo. De ahí que el secreto 
fiscal no pueda entenderse violentado por el 
hecho de que sujetos privados colaboren con la 
Administración en la gestión tributaria, dado que, 
lógicamente, la finalidad perseguida facilitando el 
acceso de estos sujetos a los datos con trascen- 
dencia tributaria en poder de la Administración es 
la misma que inspira a la propia Administración, 
esto es, la aplicación de los tributos y se enmarca 
dentro de la actividad de colaboración en la ges- 
tión tributaria concertada entre la Administración 
y el sujeto privado "”” .El problema se puede sus- 
citar cuando, como hemos analizado, la colabora- 
ción de la empresa contratista no es tal, sino que 
ésta asume y desarrolla materialmente todo el 
procedimiento tributario y, para ello, recoge, 
almacena y trata toda la información con trascen- 


tión por sí o mediante delegación administrativa.” 


21) Cfr. BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., p. 145. 

(122) Como señala BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., pp. 145 y 146, "el secreto fiscal no puede verse violentado por el hecho 
de que determinados sujetos privados, en el ejercicio de actividades de colaboración en la gestión tributaria, tengan acceso a datos de natu- 
raleza tributaria, en la medida en que el uso de dichos datos por tales sujetos se limite a lo que exijan aquellas actividades de colaboración.” 
(123) Destaca DE ANTONIO Y ANTONIO, R., Informe sobre la gestión..., cit., p. 48, como uno de los inconvenientes de la externalización en empre- 
sas privadas de la gestión tributaria que "el Ayuntamiento no gestiona por sí mismo las bases de datos de los contribuyentes, de manera que 
ante una resolución del contrato deberá volver a obtener las bases de datos de contribuyentes completas y en un formato que permita la ges- 
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dencia tributaria, escapando al control del respec- 
tivo Ayuntamiento “”, 

Además, en la medida en que la empresa con- 
tratista lleva a cabo el tratamiento de datos de 
carácter personal, deberá cumplir con las exigen- 
cias derivadas de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal. Al respecto, suele ser habitual que los 
Ayuntamientos contratantes establezcan una 
cláusula general de sujeción de la empresa con- 
tratista a los dictados de la Ley Orgánica 15/1999, 
citada, en el tratamiento y protección de los datos 
de carácter personal ?", Aunque no faltan ejem- 
plos que denotan la preocupación del 
Ayuntamiento por la protección de los datos de 
carácter personal y la reversión de tales datos al 
mismo cuando concluya la relación contractual, 
llevando a cabo una regulación algo más porme- 
norizada de ciertas exigencias de protección y 
secreto de tales datos que debe observar la empre- 
sa adjudicataria”, 

Con todo, se trata de una cuestión especial- 
mente sensible, por las posibilidades de injerencia 
en la esfera jurídica de los ciudadanos que impli- 
ca, que requiere por parte de las Administraciones 
contratantes de todas las cautelas necesarias para 
asegurar el control del uso de la información que 
pudieran hacer las empresas contratistas "°. 

El dominio que de la información con trascen- 
dencia tributaria van a tener las empresas adjudi- 
catarias es indicativo, una vez más, de que las 
mismas no se limitan a una función de colabora- 


(124) Así, por ejemplo, establece el Ayuntamiento de Torrent, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula VI, que "la empresa adjudicataria 
se compromete a cumplir en todo momento la Ley 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.” 
(125) Por ejemplo, el Ayuntamiento de Castro-Urdiales, "Pliego de prescripciones técnicas...”, cit., cláusula 5, establece una serie de obligaciones 


a las que estará sometido el adjudicatario encargado del tratamiento de datos de carácter personal, entre las que se mencionan que "adoptará 
todas aquellas medidas de índole técnica y organizativas que resulten necesarias para garantizar la seguridad de los datos de carácter perso- 
nal, así como para evitar su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizados”, o que "no aplicará ni utilizará los datos con fines dis- 
tintos a los de realización de los trabajos objeto del contrato, ni los comunicará, ni siquiera para su conservación, a otras personas”, estando 
"obligado a guardar el secreto profesional respecto de los mismos, aun después de finalizar sus relaciones contractuales”, y, en fin, "una vez 
finalizados los trabajos objeto del contrato, el adjudicatario deberá devolver al Ayuntamiento de CASTRO-URDIALES todos los documentos 
o soportes informáticos en que pudiera constar algún dato de carácter personal.” 


(126) Cfr. BARQUERO ESTEVAN, J. M., "La organización...”, cit., p. 147. 
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ción, asistencia o asesoramiento al respectivo gestión por empresas privadas de funciones públi- 
Ayuntamiento, sino que, antes bien, desarrollan cas que implican ejercicio de autoridad ya que, 
materialmente todo el procedimiento de inspec- como hemos analizado, contraviene œl 
ción, con los problemas que plantea esta forma de Ordenamiento juridico. 
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